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			PRESENTACIÓN

			La presente obra no es un tratado, tampoco un manual, ni siquiera unos simples apuntes. Se trata de una recopilación de materiales, teóricos y prácticos, incluidos algunos formularios (no ejemplos) de los principales escritos de parte, así como numerosos pronunciamientos jurisprudenciales. Materiales que, en algunos casos, son fruto de la investigación y, en otros, recogen un panorama de los principales aportes doctrinales, y todos ellos pretenden ser útiles para todo aquel que pretenda iniciarse en la litigación, y también, en todo caso, para superar la asignatura «litigación y teoría de la prueba».

			El itinerario de litigación, según el plan de estudios de Graduado en Derecho que aprueba la resolución de 12 de diciembre de 2011 de la Universidad de Valencia (BOE n.º 314 de 30 de diciembre de 2011) se compone de cuatro asignaturas: «Litigación y teoría de la prueba», «ADR» (solución extrajurisdiccional de conflictos), «Causas matrimoniales» y «Proceso laboral». Todas ellas, de carácter optativo, se impartirán en el cuarto curso y tienen asignados 4,5 créditos ECTS.

			Según especifica la guía docente de la asignatura «Litigación y teoría de la prueba»: «la asignatura tiene por objeto el estudio de los contenidos necesarios para conocer y valorar las distintas opciones de actuación en el proceso y su adecuada elección en aras de lograr el mejor resultado. Tras un análisis de las alternativas en la preparación del proceso civil y su repercusión económica, se aborda el estudio de la tutela cautelar como modalidad de tutela adecuada para garantizar los resultados del proceso de declaración y que puede ser instada al mismo tiempo —cuando no antes— de la iniciación de ese proceso; seguidamente, se emprende el estudio de la técnica probatoria y su directa influencia en la obtención de una sentencia favorable, y se cierra con el estudio de los medios para la impugnación de las resoluciones judiciales que no hayan sido favorables a los intereses de cada parte». Asimismo, señala la misma guía docente que «como asignatura optativa ubicada en el cuarto curso del Grado en Derecho, arranca de los conocimientos adquiridos en la asignatura “Derecho Procesal II” y pretende completar la formación del estudiante con aquellos contenidos que, por exceder del volumen de trabajo, no pueden ser estudiados con suficiente exhaustividad en la asignatura obligatoria de Derecho Procesal II».

			Asimismo, en la misma guía docente se establecen como resultados del aprendizaje tres competencias, a su vez relacionadas con las correlativas del Grado en Derecho:

			«1.ª Ser capaz de conocer las diferentes alternativas en la planificación del proceso, de ponderar la repercusión de cada una de ellas en la situación jurídica y económica de la parte, y de elegir aquella que mejor garantice la efectividad de la tutela solicitada en el proceso.

			2.ª Ser capaz de conocer las clases de tutela previstas por la ley para lograr la efectividad de los derechos e intereses jurídicos, y ser capaz de solicitar la/s más adecuada/s para la efectividad de la tutela solicitada, especialmente la cautelar.

			3.ª Capacidad de conocer y saber aplicar los medios de prueba en el proceso civil».

			La asignatura se impartirá conforme a la metodología que igualmente establece la guía docente y que, en cualquier caso, podrá requerir del apoyo de materiales que bien representen un esquema de los puntos tratados por el profesor en su explicación en el aula, o bien, a la inversa, supongan la base o una ampliación o desarrollo de dichos puntos. Igualmente, la metodología consistirá en la realización de casos prácticos en los que, según la guía docente, «el alumno sea capaz de aplicar las normas jurídicas en una situación de conflicto y tenga capacidad para actuar de modo diverso en función de la posición que ocupe en el proceso (demandante/demandado)».

			Esta obra pretende cumplir precisamente la finalidad de ofrecer los materiales teóricos y prácticos necesarios para alcanzar los objetivos de la asignatura y obtener las competencias resultantes del aprendizaje. Además, se ha concebido para que pueda servir de material para quien pretenda iniciarse o se encuentre iniciándose en la litigación y en la resolución de conflictos de carácter jurídico, así como, en todo caso, de reflexión para todo aquel que se ocupe de estos temas. En su libro primero se aportan contenidos sobre la evaluación de las opciones de tutela jurídica y preparación del proceso civil, esto es, las distintas alternativas para la solución del litigio, la conciliación, reclamación administrativa previa, arbitraje, mediación, así como la tutela judicial, con sus diversas modalidades y coste. Igualmente, en el libro segundo, se estudian los riesgos para la efectividad de la tutela judicial y específicamente la tutela cautelar, con desarrollo de su regulación. El libro tercero se aproxima a la técnica probatoria, con sus aspectos generales y particulares, incluidos los medios de prueba en particular. Y, por último, se ofrecen materiales sobre la impugnación de las resoluciones. En todos los casos se ofrecen materiales teóricos y prácticos, especialmente casos prácticos, jurisprudencia y algunos formularios de los principales aspectos de la disciplina.
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			LIBRO I

			EVALUACIÓN DE OPCIONES DE TUTELA JURÍDICA Y PREPARACIÓN DEL PROCESO CIVIL

		

	
		
			CAPÍTULO I

			GENERALIDADES SOBRE LITIGACIÓN, LITIGIO Y ALTERNATIVAS PARA SU SOLUCIÓN

			I. LITIGACIÓN Y LITIGIO

			Según el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, litigio y pleito pueden considerarse términos sinónimos. Litigar, derivado del latín «litigare», significa «pleitear, disputar en juicio sobre algo». A su vez, pleitear se define, con otras palabras pero idéntico sentido, como «contender judicialmente sobre algo».

			Litigar es una actividad que presupone la existencia de un conflicto real o, al menos, figurado. Y el conflicto de intereses entre las personas es, o ha sido hasta la actualidad, consustancial a la misma convivencia social pues se ha constatado que la misma puede generar y de hecho genera habitualmente conflictos. Aunque puede ser resultado de multitud de circunstancias, en general surge cuando el derecho material por sí mismo es incapaz de mantener pacífica la convivencia social. Entendía CARNELUTTI que el conflicto de intereses, para llegar a ser litigio, requiere ser jurídicamente calificado o trascendente para el derecho, y, como mínimo, la existencia de dos personas con interés sobre un bien. Y lo cierto es que, en ocasiones, adquiere una dimensión tal que requiere ser resuelto mediante mecanismos jurídicos previstos para ese fin.

			El mismo autor definía el litigio como «un conflicto (intersubjetivo) de intereses calificado por una pretensión resistida (discutida). El conflicto de intereses es su elemento material, la pretensión y la resistencia son su elemento formal». Y en efecto, litigio no es un mero entretenimiento, sino que compone el conflicto mediante el derecho, para decidirlo o darle solución jurídicamente. Según COUTURE, «la idea de proceso es necesariamente teleológica […] Lo que la caracteriza es su fin: la decisión del conflicto mediante un fallo que adquiere autoridad de cosa juzgada. En este sentido, proceso equivale a causa, pleito, litigio, juicio».

			El fenómeno de la litigación influye en el volumen de trabajo que corresponde a los órganos jurisdiccionales y, por ello, es dato a tener en cuenta para la toma de decisión de políticas judiciales. A tal efecto, puede observarse desde distintas perspectivas: como muestra de confianza de las personas en el estado de derecho y en la Administración de Justicia, o como una especie de mal que debe ser evitado o minimizado en lo posible, pues cuando no impone la necesidad de aumentar inversiones que no siempre son asumibles en los presupuestos, siempre favorece las dilaciones en la Administración de Justicia.

			Si fruto de la litigiosidad realmente son necesarias «profundas reformas para asegurar la sostenibilidad del sistema y garantizar que los ciudadanos puedan disponer de un servicio público de calidad» (Punto II, párrafo 2 del Preámbulo de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal) debe ser porque se está entendiendo que esta litigiosidad pone en peligro la sostenibilidad del sistema y que pueda ofrecerse un servicio público de calidad. El sentido de las «profundas reformas» tenderá necesariamente a su reducción, por ejemplo, a través de la imposición de tasas judiciales o de limitaciones en la admisión de determinados recursos.

			Ahora bien, dado que el derecho material puede mostrarse, por sí mismo, insuficiente para evitar conflictos, el Estado debe ofrecer mecanismos de solución, esto es, lo que viene denominándose como «servicio público de justicia». Servicio que deberá ser de calidad y sostenible, pero sin olvidar que la tutela judicial efectiva es un derecho fundamental constitucionalmente reconocido a favor de las personas, y, correlativamente, su satisfacción representa también una obligación para los juzgados y tribunales.

			Ciertamente existen amplias posibilidades para la solución de los conflictos que no requieren la intervención del Estado (por ejemplo, la transacción, el arbitraje o la mediación) o que, aún con su intervención, la misma se desarrollará sin ejercer potestad jurisdiccional (conciliación). No obstante, sin obviar la existencia de estas vías alternativas, y sin desmerecer otras actividades importantes que puedan desarrollar, para los profesionales que colaboran o auxilian a la justicia, principalmente los procuradores y, todavía más, los abogados, litigar en el ámbito de la jurisdicción representa su actividad tradicionalmente más relevante, desde un punto de vista cualitativo y cuantitativo, en su actividad profesional.

			La decisión de litigar resulta muy trascendente pues trae aparejadas importantes consecuencias tanto personales como económicas. Por tal motivo, previamente a la toma de tal decisión conviene evaluar las diversas alternativas con las que se cuenta para la solución del conflicto, los efectos económicos que derivan del proceso, así como también los riesgos de inefectividad de la tutela y los mecanismos con los que se cuenta para soslayarlos. Incluso, una vez se haya optado genéricamente por el litigio, habría de valorarse la viabilidad de la pretensión, tanto en su aspecto jurídico como fáctico, fundamentalmente previendo las posibilidades de fijar los hechos constitutivos de la pretensión así como incluso de los eventuales hechos defensivos que pueda aportar la parte situada en la posición contraria.

			II. CREACIÓN DE POSICIONES DE VENTAJA EN PREVISIÓN DE LITIGIOS

			La expectativa de un inminente litigio aconseja valorar la posibilidad de crear o situarse en posiciones estratégicas de ventaja. Tengamos en cuenta que los esfuerzos procesales para pedir no son exactamente los mismos que los necesarios para defenderse o resistirse frente a esa misma petición. Como regla general, situarse en la posición pasiva en el proceso presupone una cierta ventaja. Piénsese, por ejemplo, que si el demandante o acusador no se personan, en modo alguno podrán obtener un resultado favorable; cosa que no ocurre siempre si la incomparecencia es del demandado o acusado, pues perfectamente podrán obtener una resolución a su favor sin que necesariamente haya tenido que probar los hechos defensivos.

			En el proceso penal, no obstante la gravedad de los derechos que están en juego como es la libertad del sujeto pasivo, es muy clara la ventajosa posición que ocupa desde un punto de vista procesal. El derecho a la presunción de inocencia impone la necesaria concurrencia de prueba de cargo suficiente sobre la culpabilidad para que se dicte una sentencia condenatoria, de modo que a la parte acusadora se le impone el esfuerzo de probar la culpabilidad pues la falta o insuficiencia probatoria deberá implicar siempre una sentencia absolutoria.

			La Administración Pública en el proceso contencioso-administrativo se presenta como paradigma de posición de ventaja. Esto se produce, de entrada, porque el art. 106.1 CE confirma la técnica del acto administrativo previo ulteriormente controlado, en cuanto a su conformidad a Derecho, por los órganos jurisdiccionales. Además, con carácter general, la misma autotutela administrativa, justificada en que gestiona los intereses generales como propios, impone la carga de impugnación por el administrado. Por esto, para hacer viable dicha gestión por la Administración, la misma ha de poder imponer imperativa y ejecutivamente las consecuencias previstas por la norma que protege dichos intereses, pues, como afirma GARCÍA DE ENTERRÍA, «la Administración está capacitada como sujeto de derecho para tutelar por sí misma sus propias situaciones jurídicas, incluso sus pretensiones innovativas del statu quo, eximiéndose de ese modo de la necesidad, común a los demás sujetos, de recabar una tutela judicial [...] técnicas de gestión eficaz de los servicios públicos, que no pueden paralizarse por la necesidad de recabar asistencias judiciales previas». Y frente a esto, al administrado que no la acepte se le impone la carga de impugnar. Por esto resulta consustancial que la Administración Pública se sitúe ventajosamente en la posición pasiva del proceso. Además, era de esperar, con todo, que ejerciera su poder situándose en la posición más favorable.

			También en el proceso civil, en general, la posición pasiva se presenta más favorable. La falta de personación del actor impide en todo caso una sentencia de condena. Sin embargo, la declaración de rebeldía no excluye directa ni necesariamente la absolución. De entrada, si corresponde al actor y al demandado reconviniente la carga de probar la certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones de la demanda y de la reconvención, con independencia de la actitud del demandado (art. 217.2 LEC), el Tribunal desestimará las pretensiones del actor o del reconviniente cuando no se haya practicado prueba o fuera la misma insuficiente. A su vez, la rebeldía del demandado no implica como regla general el allanamiento tácito, ni la tácita admisión de hechos (art. 496.2 LEC). Como excepción, puede establecer expresamente la ley lo contrario, como ocurre por ejemplo, en los arts. 440.2 y 3.II, así como arts. 602 y 618 LEC. Igualmente, el silencio o las respuestas evasivas de los hechos aducidos por el actor pueden ser considerados por el Tribunal como admisión tácita de los hechos que le sean perjudiciales como ocurre en el art. 405.2 LEC. Pero salvo estas excepciones, al contrario de lo que ocurre con el actor, la rebeldía no impide de plano una sentencia favorable para el rebelde.

			En fin, ante la perspectiva de un proceso resulta estratégicamente conveniente lograr mantener una posición pasiva en el futuro proceso. Otra cosa es instrumentalizar el proceso para adquirir una posición de ventaja en las negociaciones que puedan estarse produciendo (véase por ejemplo, SAP Madrid, Secc. 10.ª, 481/2013, de 2 de diciembre), o para fundar la propia pretensión con el incumplimiento de obligación sinalagmática o recíproca, como ocurre en el contrato de arras (SSAP Girona, Secc. 1.ª, 284/2013, de 4 de julio; Jaén, Secc. 2.ª, 77/2013, de 23 de abril) o en el de obras (SAP Jaén, Secc. 2.ª, 35/2013, de 12 de febrero) para pretender la resolución contractual. Diversamente, se trataría de mantener una actitud que provocara una situación de ventaja procesal forzando al enfrentado en el conflicto a litigar y, por tanto, situando al que mantenga dicha actitud en la posición pasiva en el proceso.

			Entre otros muchos ejemplos, así ocurre:

			— Al comunicar una resolución unilateral de contrato; inscribir un determinado título para obligar a contradecir y probar, no solo el título sino la falsedad de los titulares inscritos (resultando además amparado por el art. 34 de la Ley Hipotecaria como tercero adquirente del titular inscrito).

			— Al registrar la marca por el administrador de la sociedad o por quien mantiene con el verdadero titular una relación contractual de distribución de los productos marcados con el signo que es registrado por el distribuidor.

			— Al adoptar vías de hecho que impidan al concesionario su actividad comercial (por ejemplo, la STS, Sala 1.ª, 656/2012, de 8 de noviembre, se refiere a suspender suministros, desconectar el sistema informático y la disponibilidad de otro concesionario en la zona).

			— Al mantener la posesión material de los bienes litigiosos por el arrendatario, obligando a los arrendadores a litigar mientras el arrendatario sigue explotando el bien a pesar de conocer la falta de voluntad en la prórroga del arrendamiento (STS, Sala 1.ª, 425/2013, de 1 de julio).

			— Al incumplir el total de la obligación basándose en un incumplimiento parcial de la contraria (STS, Sala 1.ª, 767/2012, de 19 de diciembre, referida a «discrepancia, ciertamente razonable, para, en vez de pagar lo que considerasen debido con arreglo al contrato, situarse en una posición de ventaja desde la que exigir la continuidad del suministro hasta el final del periodo contractual previsto pero sin pagar absolutamente nada»), lo que obligaría a accionar a la contraria.

			Asimismo, la posición de ventaja también puede intentarse previendo las condiciones necesarias para aprovechar, desde la misma posición activa, procedimientos privilegiados o, al menos, con ciertas ventajas en comparación con los comunes, como es el caso, entre otros, del desahucio por falta de pago, o el procedimiento hipotecario.

			Así, por ejemplo, para sortear efectos propios de la prórroga forzosa en determinados contratos de arrendamiento, el arrendador puede mantener reticencias para recibir la renta, para intentar provocar el desahucio por falta de pago (SAP Madrid, Secc. 19.ª, 470/2009, de 16 de octubre).

			Incluso, ante la perspectiva de un proceso futuro pueden mantenerse ciertas posiciones de ventaja en relación con la prueba, no haciendo fácil, accesible o disponible el material probatorio necesario para la acreditación. Sería el caso, entre muchos otros, de la ocultación en registros públicos de la identidad (SAP de La Rioja, Secc. 1.ª, 260/2013, de 31 de julio); o hacer inaccesibles documentos económicos de los cónyuges en previsión de una crisis matrimonial. Para paliar estas situaciones, forzadas por la actitud de alguna de las partes o incluso casual, el art. 217.7 LEC establece que para la aplicación de las normas sobre carga de la prueba, «el Tribunal deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes del litigio». Y, como aplicación específica de este principio, las reglas especiales para la distribución de la carga de la prueba para determinadas materias (competencia desleal y publicidad ilícita; actuaciones discriminatorias por razón de sexo; o por remisión a otras normas como, entre otras, los arts. 33, 686.II, 850, 1.183, 1.584, 1.750, y 1.769 CC; art. 18.2 LC; art. 58 LM; art. 22.1.II LFE; art. 1.1 TRLRCySCVM; o art. 38.2 LCS).

			Nótese como a quien formula indicaciones y manifestaciones y a quien aporta datos expresados en la publicidad, es perfectamente adecuado exigirle previamente que compruebe la exactitud y veracidad de las indicaciones, manifestaciones y datos que aporte, de modo que, a pesar de ser demandados, y a los efectos de limitar la posición de ventaja que se produciría en otro caso, tenga la carga de la prueba de la citada exactitud y veracidad; y, además, la inexactitud o falsedad de unos hechos que en principio correspondería probar al actor por ser elemento constitutivo de su pretensión, no incumbe al demandante sino al demandado.

			Asimismo, ante un hecho constitutivo de la pretensión como sería la existencia de discriminación en las medidas adoptadas y la falta de proporcionalidad de las mismas, no habrán de ser probadas por la parte actora sino que se atribuye a la demandada (que es quien las impuso), como concreción de la norma del Derecho Romano por el que ei incumbit probatio qui dicit, non qui negat, basada en la misma lógica y en la máxima de la experiencia que tiende a evitar la posibilidad de probatio diabolica, que se plasma en el criterio orientador del art. 217.7 LEC y se concreta en la norma especial del art. 217.5 LEC, con la finalidad de garantizar la igualdad real ente mujeres y hombres.

			En fin, ante la perspectiva de un futuro proceso se puede intentar obtener posiciones de ventaja, que van desde la posibilidad de instrumentalizar procedimientos privilegiados o más favorables, disponer de mayor facilidad probatoria o una situación procesal pasiva más ventajosa o hasta incluso una situación fáctica, como la insolvencia, que a la postre impida la efectividad de la resolución que se dicte. Aunque el ordenamiento jurídico reacciona de diversos modos frente a estas situaciones, como considerar que se litiga con mala fe, limitando o adecuando la rigurosidad de las normas sobre carga de la prueba, o estableciendo medidas que eviten la posible inefectividad de la resolución, resulta en general estratégicamente conveniente la posibilidad de crear posiciones de ventaja ante la previsión de litigios que favorezcan el éxito de la futura pretensión.

			III. OPCIONES NO JURISDICCIONALES DE SOLUCIÓN DE LITIGIOS

			Como se ha indicado, el conflicto adquiere en ocasiones tal dimensión que requiere ser resuelto mediante mecanismos jurídicos previstos para ese fin. Para ello se cuenta con diversas posibilidades que han de valorarse a los efectos de optar por la más conveniente en atención a las concretas circunstancias concurrentes.

			La primera gran alternativa se plantea entre una solución extrajurisdiccional o acudir a la vía jurisdiccional:

			La solución extrajurisdiccional consistirá en fórmulas, bien autocompositivas, o bien heterocompositivas. Las primeras, sin o con intervención de terceros: conciliación (que es judicial pero no jurisdiccional) o mediación; las segundas, el arbitraje.
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			La solución jurisdiccional se instrumentará a través del proceso y será siempre heterocompositiva. La posibilidad de instrumentalizar válidamente la vía procesal dependerá de las normas, primero, sobre competencia genérica, del orden jurisdiccional que corresponda; a continuación, en función de las correspondientes normas sobre adecuación de procedimiento, en atención, fundamentalmente, a la materia o la cuantía del objeto del proceso.

			En el contexto general, las posibilidades son las siguientes:
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			Veamos ahora con mayor detalle cada una de las posibilidades no jurisdiccionales para la solución de los conflictos.

		

	
		
			CAPÍTULO II

			ALTERNATIVAS NO JURISDICCIONALES (I): LA CONCILIACIÓN

			I. APROXIMACIÓN CONCEPTUAL A LA CONCILIACIÓN

			Como solución alterativa a la jurisdicción, la conciliación ha sido entendida como la actividad entre quienes mantienen un conflicto jurídico de intereses y en presencia de un tercero, con el objeto de resolver dicho conflicto mediante el acuerdo.

			Según afirma BELLIDO, la conciliación «es una actividad desarrollada por los sujetos entre los que existe un conflicto jurídico de intereses y en presencia de un tercero, en la que se pretende la resolución del conflicto mediante la obtención de un acuerdo entre los sujetos implicados en el mismo». Esto, en palabras del AAP de Palma de Mallorca 145/2008, de 12 de noviembre, constituye «un procedimiento preventivo del proceso que tiene por finalidad evitar un proceso contencioso alcanzando un acuerdo entre las partes, mediante la avenencia del demandado a reconocer el incumplimiento. Es un acto tendente a lograr la pacificación que tiene por objeto una actividad conciliadora de avenencia entre el sujeto activo y el sujeto pasivo de la pretensión [...] opera directamente en torno al derecho y relación preexistente que hubiera podido ser objeto de discusión en el litigio, y concede a las partes amplio margen de libertad para desenvolver o constituir de nuevo dicha relación, como decía la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1944».

			La Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción Voluntaria, no ofrece una definición de conciliación. Se limita a afirmar que la misma«contiene el régimen jurídico del acto de conciliación de forma completa, trasladando y actualizando a esta Ley lo hasta ahora establecido en la anterior Ley de Enjuiciamiento Civil, sin perjuicio de que, en ejercicio de su autonomía de la voluntad, las personas tengan la posibilidad de obtener acuerdos en aquellos asuntos de su interés de carácter disponible, a través de otros cauces, por su sola actuación o mediante la intervención de otros intermediarios u operadores jurídicos, como los Notarios o Registradores». Más descriptivo se presenta, sin embargo, el Tribunal Constitucional (STC 155/2011, 17 de octubre), cuando dice que «la conciliación preprocesal civil no persigue el ejercicio de jurisdicción en sentido estricto, esto es, que un Tribunal resuelva un determinado conflicto de intereses mediante la realización del derecho objetivo (“juzgar”, en términos del art. 117.3 CE), sino solo que se propicien las condiciones para una comunicación directa entre las partes, encaminada a facilitar un acuerdo entre ellas». Y también la SAP Toledo, Sec. 2.ª, 138/2006, de 4 de mayo, indica que «el acto de conciliación no implica un verdadero procedimiento jurisdiccional sino un proceso de eliminación que desarrollado ante el Juez de paz, en este caso, intenta que las discrepancias de las partes sobre un objeto litigioso, desaparezcan, llegando a una avenencia o convenio que evite el pleito».

			Si tiene como resultado un acuerdo, se obtendrá una solución con iniciales ventajas pues, al menos desde la perspectiva de las partes implicadas y siempre que se haya adoptado de forma libre y voluntaria, se supone que será justa y pacífica.

			La función de tercero conciliador corresponderá, según los casos, a un LAJ (del Juzgado de Primera Instancia o de Juzgado de lo Mercantil), o a un Juez de paz (art. 140.1 LJV), en función del domicilio del requerido, en su caso, el de su residencia o, en ocasiones, si el requerido es persona jurídica, también en el lugar del domicilio del solicitante si en tal lugar el requerido tiene delegación, sucursal, establecimiento u oficina abierta al público o representante autorizado.

			Además, como dispone el mismo art. 140 LJV, si tras la realización de las correspondientes averiguaciones sobre el domicilio o residencia, estas fueran infructuosas o el requerido de conciliación fuera localizado en otro partido judicial, el LAJ dictará decreto o el Juez de paz auto dando por terminado el expediente, haciendo constar tal circunstancia y reservando al solicitante de la conciliación el derecho a promover de nuevo el expediente ante el Juzgado competente. Además, si se suscitaren cuestiones de competencia del Juzgado o de recusación del LAJ o Juez de paz ante quien se celebre el acto de conciliación, se tendrá por intentada la comparecencia sin más trámites.

			Ni siquiera siendo conciliador el Juez de paz actuará ejerciendo jurisdicción, pues su función no será la de actuar el derecho objetivo en el caso concreto (en principio con eficacia de cosa juzgada y mediante heterotutela) sino que meramente se limitará a intentar acercar posturas. Esto no excluye, de otro lado, que quien solicite la conciliación merezca el reconocimiento del derecho «de acceso a la jurisdicción».

			Como ha señalado el Tribunal Constitucional, «tanto si se atiende al carácter tutelador de la actividad judicial que se presta en la conciliación preprocesal, como a su naturaleza propia de actividad de jurisdicción voluntaria para la que este Tribunal ha reconocido los derechos procesales del art. 24 CE, nada obsta a que se le dispense el mismo trato a dicha conciliación, lo que se traduce, específicamente y en lo que aquí importa, en el reconocimiento para el justiciable que hace uso de este cauce, del derecho de acceso a la jurisdicción» (STC 155/2011, 17 de octubre).

			Precisamente esto ha permitido que un Juez, titular de potestad jurisdiccional, pueda participar como conciliador, por ser mínima su intervención en la solución del conflicto, limitándose a acercar posiciones pero sin tomar partido por ninguna de ellas. Esta particular situación de distancia sobre el asunto en conflicto le impide ofrecer una solución concreta a las partes sobre el mismo, aunque esta no sea vinculante.

			A pesar de la ocasional diversidad conceptual entre conciliación y mediación, y de que se haya llegado a afirmar la imposibilidad de realizar una distinción jurídica absoluta entre ambas vías, ha de resultar indubitado que en la actividad de conciliar no cabe la formulación de una propuesta de solución en concreto. En ella, el tercero (LAJ o Juez de paz) se limitará a poner en común a las partes y a favorecer e incitar de ese modo el acuerdo entre ellas, con una persuasión tal que se favorezca el acuerdo pero que no implique al tercero tomar partido por ninguna de las posiciones.

			La dificultad para definir con exactitud dónde se encuentra el límite exacto en el que la actuación involucra al tercero es exactamente la misma que dificulta deslindar con precisión la actividad realizada por el tercero conciliador y el mediador. No obstante estas dificultades, cuando el Juez actúe como conciliador no adoptará posturas por las que tome partido en el conflicto y por ello, quede involucrado hasta tal punto que pueda considerarse «contaminado» y, así, comprometida objetivamente su imparcialidad. Este límite, en mi opinión, no concurre en el mediador y, por tal motivo, se hace incompatible en una misma persona la función jurisdiccional y la mediadora (como también la arbitral). De hecho, la separación de funciones jurisdiccional y las alternativas a la misma se ha erigido en conditio sine qua non que ha configurado el diseño organizativo y procedimental de nuestro sistema procesal, con la sola excepción de la conciliación, precisamente por su exquisita desvinculación con el fondo del asunto. Por esto que no solamente el Juez en su función conciliadora tendrá vedado imponer forzosamente ninguna solución, como le es propio cuando ejerce potestad jurisdiccional, sino que tampoco deberá formular proposiciones concretas de solución para que sean aceptadas por las partes si lo estiman conveniente, moderando igualmente su actividad persuasiva e incentivadora del acuerdo lo suficiente como para no tomar partido ni involucrarse en el asunto.

			Ciertamente, cuando el Juez actúa como tercero conciliador no está ejerciendo jurisdicción. Por eso se entiende que su actuación en ese ámbito es judicial pero no jurisdiccional, o, por lo mismo, que se trata a lo sumo de la llamada jurisdicción voluntaria. Precisamente esa circunstancia ha permitido, de un lado, que la vigente LEC no contuviera durante quince años (hasta la actual LJV) su regulación; y de otro, que la conciliación en el ámbito del Juzgado (de Primera Instancia o de lo Mercantil) sea atribuida al LAJ. La compatibilidad de la jurisdicción y la conciliación ejercida por la misma persona solamente se mantiene en el caso del Juez de paz. Como es sabido, desde la reforma operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, sobre el art. 460 LEC 1881, y mantenida en el art. 140 LJV, los actos de conciliación se sustanciarán en el resto de supuestos, ante el LAJ del Juzgado de Primera Instancia, y no ante el Juez.

			Ahora bien, la naturaleza del acuerdo de conciliación, del mismo modo que ocurre con cualquier otro tipo de transacción, como recuerda ORTELLS, es jurídico-material, porque son las partes las que con su voluntad regulan, con el fin de resolverla, la situación litigiosa, y no es el Tribunal el que decide ejercitando la potestad jurisdiccional. Esta naturaleza explica por lo demás el tratamiento de los vicios de la voluntad. En la transacción, las causas son las establecidas en los arts. 1.817 a 1.819 CC, correspondientes al negocio jurídico privado; y en la conciliación, el art. 148.1 LJV es elocuente cuando prevé que contra lo convenido «solo podrá ejercitarse la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos». Ahora bien, tienen sin duda naturaleza procesal no el acuerdo en sí mismo, pero sí los actos de las partes y del LAJ o del Juez de paz necesarios para que dicho acuerdo se articule como una conciliación y tenga eficacia ejecutiva, particularmente el decreto del LAJ o el auto del Juez de paz que apruebe el acuerdo.

			Como señala el AAP Teruel, Secc. 1.ª, 213/2004, de 24 de noviembre, «esta actividad de avenencia total o parcial, cualquiera que sea la denominación que queramos darle, en esencia no es otra cosa, en la mayor parte de los casos, que una Transacción Judicial que tiene como último fin la terminación o conclusión del proceso y que conlleva —pues es la esencia de toda transacción, conciliación o acuerdo— la renuncia parcial o total de algunas pretensiones por parte del actor y del demandado».

			Por otro lado, desde un punto de vista temporal y en relación con el proceso que se haya iniciado o pueda instrumentarse en el futuro, la conciliación puede ser preprocesal (arts. 139 a 148 LJV), o, diversamente, desarrollarse una vez iniciado el proceso (art. 415). La primera tendrá como finalidad evitar la sustanciación de una solución heterocompositiva, sin perjuicio de otros efectos que también pueden ser pretendidos y que derivan de la mera solicitud de conciliación como:

			1.º Interrupción de plazos de prescripción, aunque en ocasiones no tiene efectos interruptivos, como ocurre en el retracto de colindantes, en el que, además de tratarse de un plazo de caducidad, la STS (Sala 1.ª, Secc. 1.ª) 534/2006, de 29 de mayo, ha considerado que es necesario el ejercicio del derecho en plazo con la correspondiente consignación.

			2.º Una futura imposición de costas por entenderse en todo caso que existe mala fe del demandado cuando este se allane antes de contestarla conforme al art. 395 LEC.

			La intraprocesal, en la medida que ya ha sido iniciada la vía jurisdiccional, se orienta más directamente a evitar la continuación del proceso mediante el acuerdo. Esta última, y a diferencia de la que ocurre con la preprocesal, se regula por la misma norma que disciplina el proceso en tramitación, principalmente en lo que se refiere a la atribución competencial y trámites principales.

			II. LA LLAMADA CONCILIACIÓN PENAL

			En relación con la llamada conciliación penal, de uso muy limitado, el art. 804 LECrim solamente dispone que «no se admitirá querella por injuria o calumnia inferidas a particulares si no se presenta certificación de haber celebrado el querellante acto de conciliación con el querellado, o de haberlo intentado sin efecto». De este modo, el precepto configura un requisito de procedibilidad cuyo cumplimiento ha de acreditarse con anterioridad al momento de presentar la querella para que pueda iniciarse el procedimiento ante el Juzgado o Tribunal que corresponda. No se trata, por tanto, de las incidencias a que se refiere el art. 9 LECrim, sino que nos encontramos ante el procedimiento de conciliación regulado en los arts. 139 y ss. LJV. Es más, cuando el órgano jurisdiccional conoce de este acto de «conciliación penal», no obstante derivar de hechos tipificados, puede afirmarse que actúa como órgano civil.

			Por tal motivo, para conocer de una conciliación previa a querella de calumnias e injurias entre miembros de la guardia civil, según el AAP Pontevedra, Secc. 1.ª, 29/2008, de 14 de febrero, son competentes los órganos jurisdiccionales civiles, siempre que no exceda del contenido de un acto de conciliación. Dice esta resolución que «la competencia para conocer de los actos de conciliación corresponde a la jurisdicción ordinaria, y más concretamente, al orden jurisdiccional civil, no solo porque así se prevé de forma expresa, sino porque, primero, la propia Ley Orgánica del Poder Judicial determina las materias que, en el orden civil, corresponden a la jurisdicción militar con carácter excepcional y limitado a diligencias de prevención, entre las que no se encuentran los actos de conciliación, y, segundo, la Ley Orgánica de Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar restringe el ámbito competencial de esta jurisdicción a la materia penal, tutela judicial en vía disciplinaria y de los derechos reconocidos en las normas de desarrollo. En consecuencia, el orden jurisdiccional civil no puede abstenerse del conocimiento de un acto de conciliación por estimar que la competencia corresponde a la jurisdicción militar».

			De hecho, conforme al art. 140 LJV, la competencia corresponde al Juzgado de Paz o al LAJ del Juzgado de Primera Instancia o Mercantil correspondiente, y no a ningún otro órgano jurisdiccional penal, sea Juzgado de Instrucción o de lo Penal ni, todavía menos, Audiencia Provincial. Esto justifica que la LECrim no contenga norma especial ni regule trámite alguno para conocer de estas llamadas «conciliaciones penales», sino que sus trámites se contienen en la LJV, sin perjuicio de que procede la aplicación íntegra de la parte general de la LEC, incluida la relativa a los actos de comunicación, y concretamente el art. 156 LEC.

			III. CONCILIACIÓN PREVENTIVA O PREPROCESAL

			1. REGULACIÓN, CARÁCTER VOLUNTARIO Y POTENCIACIÓN


			Una vez entrada en vigor la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, esta conciliación deja de regularse por los ya derogados arts. 460 a 480 de la LEC 1881, y se somete al régimen previsto en los arts. 139 a 148 LJV.

			A diferencia de lo que venía ocurriendo hasta la Ley 34/1984, de 6 de agosto, que reformó el entonces vigente art. 460 LEC 1881, la conciliación desde aquel momento y hasta la actualidad tiene carácter voluntario. Por supuesto, esto no opta para que en algunos casos, básicamente cuando se trata de derechos no dispositivos, pueda quedar prohibida. Con carácter general, conforme al art. 139.1 LJV deberá inadmitirse la solicitud cuando se utilice la conciliación para finalidades distintas a alcanzar un acuerdo con el fin de evitar un pleito y suponga un manifiesto abuso de derecho o entrañe fraude de ley o procesal. Igualmente, con base en el art. 139.2 LJV no se admitirán a trámite las peticiones que se formulen con relación a: 1.º Los juicios en que estén interesados los menores y las personas con capacidad modificada judicialmente para la libre administración de sus bienes. 2.º Los juicios en que estén interesados el Estado, las Comunidades Autónomas y las demás Administraciones Públicas, Corporaciones o Instituciones de igual naturaleza. 3.º El proceso de reclamación de responsabilidad civil contra jueces y magistrados (actualmente derogado por la LO 7/2015, de 21 de julio). 4.º En general, los que se promuevan sobre materias no susceptibles de transacción ni compromiso.

			No obstante su carácter esencialmente voluntario, en la conciliación una de las partes insta a la otra a acudir ante el Juez de paz o, en su caso, ante el LAJ de un Juzgado de Primera Instancia o Mercantil, a los efectos principales de intentar llegar a un acuerdo que evite tener que sustanciar un proceso en el que el Juez aplique el derecho objetivo en el caso concreto. Ciertamente no es obligatorio ni necesario llegar a un acuerdo efectivo, pero el mero hecho de instarse —y admitirse— el acto de conciliación derivará efectos beneficiosos para el solicitante, como la interrupción de los plazos de prescripción (art. 143 LJV), así como, en su caso, la eventual condena en costas al demandado en determinadas circunstancias (art. 395.1.II LEC).

			Así, pues, el carácter voluntario de la conciliación no resta un ápice de importancia a esta vía de solución alternativa como tampoco al protagonismo que corresponde a la figura del conciliador desde la reforma operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial. De entrada, el Juez de paz será competente para conocer de la conciliación con muchas menos limitaciones competenciales a las impuestas para al ejercicio de su potestad jurisdiccional, y que, como es sabido, se reduce a los juicios verbales adecuados por la cuantía cuando esta no supere los noventa euros. Actualmente, el Juez de paz del municipio del solicitado de conciliación será competente siempre que la cuantía de la petición fuera inferior a seis mil euros y no se tratara de cuestiones atribuidas a los Juzgados de lo Mercantil.

			Pero es más, desde la citada reforma, se otorga eficacia ejecutiva a la resolución que apruebe lo convenido (art. 147 LJV) aunque se trate de asuntos que queden fuera de la competencia del Juez de paz para conocer ejerciendo jurisdicción en materia civil o, lo que es lo mismo, a pesar de que se trate de conflictos cuya cuantía supere los noventa euros, con el único límite cuantitativo de que no supere los seis mil euros y no se trate de materias propias del Juzgado de lo Mercantil.

			Desde la repetida Ley 13/2009, el título de ejecución, el auto dictado por el Juez de paz o el decreto del LAJ que apruebe la conciliación, tendrán eficacia ejecutiva con independencia de que el Juez fuera o no competente para conocer con jurisdicción del asunto. Y aunque la LJV ha limitado cuantitativa y cualitativamente las competencias del Juez de paz, todavía puede afirmarse que se ha potenciado la conciliación como vía de solución alternativa a la jurisdicción porque el acuerdo de conciliación (el testimonio del acta junto con el decreto del LAJ) tendrá aparejada ejecución a los efectos del art. 517.2.9 LEC, de modo que, como tal, permitirá obviar el previo proceso declarativo en cualquier caso.

			2. COMPETENCIA


			Corresponde, según los casos, al LAJ (Secretario judicial) o al Juez de paz.

			Dispone el art. 140.1 LJV que «será competente para conocer de los actos de conciliación el Juez de paz o el Secretario judicial del Juzgado de Primera Instancia o del Juzgado de lo Mercantil, cuando se trate de materias de su competencia, del domicilio del requerido. Si no lo tuviera en territorio nacional, el de su última residencia en España. No obstante lo anterior, si la cuantía de la petición fuera inferior a 6.000 euros y no se tratara de cuestiones atribuidas a los Juzgados de lo Mercantil la competencia corresponderá, en su caso, a los Jueces de paz. Si el requerido fuere persona jurídica, será asimismo competente el del lugar del domicilio del solicitante, siempre que en dicho lugar tenga el requerido delegación, sucursal, establecimiento u oficina abierta al público, o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, debiendo acreditar dicha circunstancia».

			Como se observa, este precepto solo impone algún requisito sobre la naturaleza del asunto y sobre la cuantía a los efectos de atribuir competencia al Juez de paz. Para que este último sea competente será necesario que el domicilio del solicitado o requerido persona física radique en un municipio en el que no haya Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, además de que la cuantía no supere los seis mil euros y no se trate de una materia que corresponda conocer al Juzgado de lo Mercantil. Asimismo, siendo persona jurídica, también determinará la competencia el municipio del domicilio del solicitante, siempre que el solicitado (o requerido) tenga en el mismo lugar delegación, sucursal u oficina abierta al público.

			Lo bien cierto es que el Juez de paz, o el LAJ correspondiente, serán los competentes en la conciliación para todo tipo de materias (penales a que se refiere el art. 804 LECrim, y civiles, incluidas por supuesto las mercantiles) así como igualmente para toda cuantía, con la única precisión de que el Juez de paz no podrá conocer de cuantías superiores a seis mil euros ni de materias propias del Juzgado de lo Mercantil. Es más, aunque con alguna jurisprudencia discrepante, también podrán conocer de aquellos casos en los que, por las especiales características de la materia o de las personas implicadas, en la sustanciación del proceso correspondiente procedan normas competenciales específicas como aforamientos.

			Es muy claro en ese sentido el ATSJ Comunidad Valenciana, Secc. 1.ª, 5/2011, de 31 de enero, Ponente: D. José Flors Matíes, que, a los efectos de declararse incompetente para conocer de un acto de conciliación penal frente a un aforado, argumenta rotundamente que «la competencia de esta Sala de lo Civil y Penal se fija legalmente en el artículo 73 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en ninguno de sus apartados, letras y números se menciona el acto de conciliación, el cual, además, no puede entenderse incluido implícitamente [...] Igualmente, nada al respecto se menciona en el artículo 23 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana [...] la reforma procesal aludida y producida en virtud de la Ley 13/2009, al no tratarse de una función genuinamente jurisdiccional, atribuye su conocimiento al Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de 1.ª Instancia o al Juez de paz del domicilio del demandado como únicos órganos judiciales competentes para que ante ellos se tramite el procedimiento de conciliación. La conciliación, por tanto, se ha venido atribuyendo a los jueces de paz y a los jueces de primera instancia, en un principio, y actualmente tras la reforma indicada a los secretarios judiciales y al citado Juez de paz, como se evidencia con la mera lectura del citado artículo 463 de la Ley procesal civil anterior, única norma aplicable en este momento, en la cual, se recalca como dijimos, que los secretarios judiciales y jueces de paz son “los únicos competentes” para todos los actos de conciliación, y por ello, tanto los que pueden preceder a un proceso civil, como los que necesitan anteceder a un proceso penal».

			Al margen de lo señalado, el Juez de paz sufrirá importantes limitaciones para la ejecución, en cuanto tendrá los mismos límites que para conocer con jurisdicción. En otros términos, será el mismo Juzgado que tramitó la conciliación (recuérdese con el límite cuantitativo de seis mil euros y el cualitativo de materias propias del Juzgado de lo Mercantil), cuando se trate de asuntos de la competencia del propio Juzgado. Como es sabido, la competencia del Juzgado de Paz en materia Civil, conforme al art. 47 LEC, se limitará al conocimiento de asuntos que no superen los noventa euros y que no estén comprendidos en ninguno de los casos que se adecúan al procedimiento de juicio verbal por razón de la materia (los comprendidos en el apartado 1 del artículo 250 LEC).

			Indica el AAP Burgos (Secc. 2.ª) 150/2002, de 15 de marzo, que «se trata de una norma que, como todas las que afectan a la competencia objetiva, es de ius cogens, no comprendida dentro de la capacidad de disposición de las partes, y de ahí que el artículo 48 de la referida Ley establezca, en su apartado 1, que «la falta de competencia objetiva se apreciará de oficio, tan pronto como se advierta, por el Tribunal que esté conociendo del asunto», y añada en el apartado 2 que «cuando el Tribunal que conozca del asunto en segunda instancia o en trámite de recurso extraordinario por infracción procesal o de casación entienda que el Tribunal ante el que se siguió la primera instancia carecía de competencia objetiva, decretará la nulidad de todo lo actuado, dejando a salvo el derecho de las partes a ejercitar sus acciones ante la clase de Tribunal que corresponda», dado que es obvio que, por la infracción de las normas que distribuyen la competencia objetiva entre los diferentes órganos de la Jurisdicción Civil, puede verse también alterada la competencia funcional para conocer de los recursos, que es precisamente lo que ocurre en el presente supuesto, en que se ejercita una acción en reclamación de 13.000 ptas., no sujeta a especialidad procesal alguna por razón de la materia, que, por aplicación de las normas examinadas, debiera haber sido presentada ante el Juzgado de Paz del domicilio de los demandados [...] contra cuya sentencia cabría recurso de apelación, pero a interponer ante los Juzgados de Primera Instancia de Burgos, conforme a lo dispuesto en el artículo 455-2-1º de la referida Ley, por lo que, ha de concluirse necesariamente que carecía el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Burgos de competencia objetiva para resolver el asunto en primera instancia, y carece este Tribunal de competencia funcional para resolverlo en apelación, de manera que, una vez suscitada la cuestión competencial, en los términos previstos en el apartado 3 del artículo 48 de la nueva Ley Procesal, oídas las partes y el Ministerio Fiscal, procede decretar la nulidad de todo lo actuado, dejando a salvo el derecho de la parte demandante a ejercitar la acción ante el Juzgado competente».

			Aunque no cabe descartar una posible aplicación de atribución competencial por criterio distinto al domicilio del demandado en juicios verbales adecuados por la cuantía (art. 52 LEC), lo más habitual será que cuando el Juez de paz resulte competente para conocer del asunto con jurisdicción frente a una persona física en atención al domicilio del «demandado» (art. 50 LEC), también podrá conocer del acto de conciliación (art. 140 LJV). Sin embargo, no resulta claro si los criterios subsidiarios previstos expresamente en el art. 50 LEC operarían para atribuir la competencia para conocer de la conciliación al Juzgado de Paz o al LAJ del lugar de residencia del solicitado (si no tuviere domicilio en territorio nacional); del lugar en que se encuentre dentro del territorio nacional o en el de su última residencia en este (en ambos casos si no tuviere domicilio ni residencia en España); o del domicilio del actor (si tampoco pudiere determinarse así su competencia). En mi opinión, la redacción del art. 140.1 LJV limitada al domicilio del «requerido» como criterio de atribución competencial pretende simplificar esta atribución, en la misma línea de excluir la conciliación siempre que haya planteado «cuestiones de competencia» (art. 140.2 LJV). La lectura literal del precepto, por la que quedarían excluidos los criterios subsidiarios del art. 50 LEC, resulta coherente también con una interpretación teleológica. Y con más motivo, la atribución competencial en atención a la eventual condición personal de empresario o profesional del requerido y a la naturaleza del asunto relativo a su actividad empresarial y profesional, conforme al art. 50.3 LEC, queda claramente excluida a los efectos de atribuir ninguna competencia para conocer de la conciliación.

			En el caso de que se trate de personas jurídicas, la correspondencia entre el art. 140.1.II LJV y el art. 51.1.II LEC es meramente parcial. El primer precepto prevé que sean competentes «asimismo» los del lugar del domicilio del solicitante, «siempre que en dicho lugar tenga el requerido delegación, sucursal, establecimiento u oficina abierta al público, o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad, debiendo acreditar dicha circunstancia». En cambio, el segundo dispone que «también podrán ser demandadas en el lugar donde la situación o relación jurídica a que se refiera el litigio haya nacido o deba surtir efectos, siempre que en dicho lugar tengan establecimiento abierto al público o representante autorizado para actuar en nombre de la entidad». La aplicación de ambos preceptos puede conducir a atribuir el conocimiento a un mismo órgano jurisdiccional cuando casualmente el lugar donde la situación o relación jurídica haya nacido o deba surtir efectos coincida con el domicilio del solicitante.

			Otra importante duda que plantea la aplicación del art. 140.1 LJV es si podrá formularse acto de conciliación frente a «entes sin personalidad» y, en tal caso, si la competencia se atribuiría conforme al criterio previsto para las personas físicas en el citado art. 140, o si, diversamente, habría de aplicarse el criterio específico previsto en el art. 51.2 LEC, esto es, «en el domicilio de sus gestores o en cualquier lugar en que desarrollen su actividad». Ninguna de las dos soluciones deriva claramente de la aplicación del repetido art. 140 LJV, la primera por no darse estrictamente la condición de persona jurídica en el ente sin personalidad; la segunda por no hallarse especialmente prevista. En mi opinión, no cabe excluir la posibilidad de conciliación frente a estas personas. Asimismo, partiendo de una lectura nada estricta de la alusión a «persona jurídica» y de la naturaleza, caracteres y efectos de la conciliación, parece que será operativo el criterio del domicilio del solicitante, que generalmente coincidirá, aunque no necesariamente, con el lugar en que desarrollen su actividad. Y por otra parte, no parece que concurran impedimentos serios para que pueda atribuirse la competencia en atención al domicilio de los gestores de estas entidades, si bien en realidad esta atribución procederá solamente en la medida en que puedan ser demandados en el futuro y solicitados en el presente los mismos gestores como personas físicas.

			La LJV, en correlación con lo previsto en otros supuestos como el art. 813.III LEC que tiene un sentido y una redacción casi idénticos, dispone que «si tras la realización de las correspondientes averiguaciones sobre el domicilio o residencia, estas fueran infructuosas o el requerido de conciliación fuera localizado en otro partido judicial, el Secretario judicial dictará decreto o el Juez de paz auto dando por terminado el expediente, haciendo constar tal circunstancia y reservando al solicitante de la conciliación el derecho a promover de nuevo el expediente ante el Juzgado competente». Ahora bien, en caso de que sean varios los solicitados de conciliación, y tengan su domicilio en lugares distintos, a pesar de que el art. 140 LJV se refiera a «requerido» en singular, el art. 141.1 LJV en cambio se refiere al «requerido o requeridos de conciliación», se presenta adecuada la atribución al Juzgado, de Paz, de Primera Instancia o de lo Mercantil en atención al domicilio de cualquiera de ellos.

			Por último, una vez solicitada la conciliación, si se suscitaren «cuestiones de competencia» o de recusación del Juez de paz o del LAJ ante quien se celebre el acto de conciliación «se tendrá por intentada la comparecencia sin más trámite» (art. 140.2 LJV). Esta previsión resulta igualmente problemática. La alusión a «cuestiones de competencia», en su sentido estricto, no se refiere a cualquier controversia relativa a la atribución de competencia. En realidad, ni siquiera alude a los supuestos principales de discrepancia que deriven de dicha atribución. En efecto, la cuestión de competencia estrictamente supone controversia entre dos órganos jurisdiccionales acerca de la competencia, por pretenderla o por rechazarla ambos. No lo es, por tanto, la declinatoria, porque solo interviene en su tramitación y decisión el Tribunal que está conociendo del asunto. Ahora bien, si la declinatoria es estimada, o el Tribunal de oficio ha apreciado su falta de competencia (cuando esto sea posible por ser apreciable de oficio al ser aplicable norma imperativa, cosa que no se produce en las normas de atribución de competencia a favor del Juzgado de Paz), el asunto será planteado ante el Tribunal que se señala como competente en la resolución (art. 65.3 LEC) o los autos remitidos al competente cuando se trate de competencia territorial (arts. 58 y 65.5 LEC). En estos casos concretos, si el Tribunal determinado o al que se remitan los autos se declara incompetente de oficio, esta eventual declaración de incompetencia dará lugar a una cuestión de competencia negativa. En tal caso, será resuelta por el órgano inmediato superior común (art. 52.2 LOPJ, y 60.3 LEC).

			Pero es más, junto a las «cuestiones de competencia» pueden darse también los conflictos, tanto de jurisdicción como de competencia. Estos conflictos se darían en general si se iniciara el proceso y el asunto debiera corresponder a un Tribunal de otro orden jurisdiccional o a un Tribunal especial, con invasión de su competencia genérica. Igualmente podría darse conflicto de jurisdicción respecto de la Administración (art. 38 LOPJ y LO 2/1987, de 18 de mayo), dado que esta también puede actuar el Derecho objetivo, cuando entiendan los órganos de ambos poderes (judicial y ejecutivo) que, en el caso concreto, compete a uno de ellos la actuación del Derecho en detrimento del otro (conflicto positivo), o porque, contrariamente, ni la Jurisdicción ni la Administración estimen que les compete actuar el Derecho en un caso concreto (conflicto negativo). También se daría conflicto de jurisdicción si uno de los tribunales en conflicto es un Tribunal militar (art. 39 LOPJ y arts. 23 y 29 LOCJ). En cambio, generaría conflicto de competencia si se trata de tribunales de diferentes órdenes jurisdiccionales (arts. 42 a 50 LOPJ).

			Con las anteriores precisiones podemos plantearnos si el art. 140.2 LJV cuando alude a «cuestiones de competencia» ¿se está refiriendo a este concepto estricto, o más bien pretende establecer que, suscitada cualquier controversia relativa a la atribución de jurisdicción o competencia para conocer de la conciliación, esta se entenderá como intentada sin efecto? Parece que el precepto equipara la voluntad de no alcanzar un acuerdo al planteamiento de cualquier controversia sobre normas relativas a la atribución del asunto al órgano competente, en un sentido tan amplio que expresamente se refiere a otras razones que permitirían detraer de su conocimiento el asunto. Por tanto, cuando se habla de «cuestión de competencia» habría que entender tanto la falta de jurisdicción o la incompetencia apreciada de oficio, como la declinatoria, cuestiones de competencia, conflictos de jurisdicción y de competencia y cualquier otra situación equivalente que ponga en duda la atribución competencial, incluida la recusación que permitiría excluir su conocimiento a pesar de ser en principio competente.

			Al margen de lo anterior, el problema principal que plantea la atribución de competencia se centra en la limitación prevista para los Jueces de paz en la LJV. Parece claro que la intención del legislador ha ido en la línea de limitar competencias al Juez de paz, buena prueba de ello es cómo ha sido suprimida, de forma silenciosa, esto es, por la vía de la supresión de las faltas, sus competencias en materia penal. Sin embargo, al limitar su competencia por la materia, excluyendo las materias propias del Juzgado de lo Mercantil, y, sobre todo, al limitar por la cuantía los asuntos que superen los seis mil euros, sin duda se generarán, o se podrán generar, discusiones sobre la cuantía de la solicitud, que, en determinadas circunstancias, implicarán la necesidad de aplicar un precepto como el art. 251 LEC, que no es precisamente un alarde de sencillez técnica y que supondrá en demasiados supuestos la necesidad de determinar la cuantía incluso hasta mediante una prueba pericial. Actividad toda ella que desde luego introduce complejidades innecesarias y, sobre todo, incoherentes en el contexto de una justicia de paz que no es precisamente técnica, habida cuenta de las condiciones de acceso al cargo de Juez de paz. La limitación, por tal motivo, permite prever que provocará inconvenientes consecuencias.

			3. PROCEDIMIENTO


			Se pretende que los trámites a seguir en la consecución de la conciliación sean sencillos y extremadamente rápidos. De hecho, se prevé que en ningún caso podrá demorarse la celebración del acto de conciliación más de diez días desde la admisión de la solicitud (art. 142.2 LJV).

			A) Solicitud de conciliación


			Se iniciará mediante escrito en el que se identificará a las partes (se consignarán los datos y circunstancias de identificación del solicitante y del requerido o requeridos), así como el domicilio o domicilios en que podrán ser citados, el objeto de la conciliación que se pretenda y la fecha, y se determinará con claridad y precisión cuál es el objeto de la avenencia (art. 141.1 LJV), sin que resulte preceptiva la postulación (art. 141.3 LJV).

			Esta solicitud podrá formularse cumplimentando unos impresos normalizados que se hallarán a su disposición en el órgano jurisdiccional correspondiente, y, al mismo tiempo, podrán acompañarse los documentos que el solicitante considere oportunos. Además, y aunque se haya eliminado esta previsión expresa contenida en el art. 465 LEC 1881, junto al original, —que es para el Juez o para el LAJ—, habrán de acompañarse tantas copias como fueran los demandados, al margen de la copia para el propio solicitante.

			A pesar de que se han reducido, por la reforma tanto de la conciliación por la LJV como por el propio juicio verbal operada por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la LEC, todavía mantiene serias identidades con la demanda sucinta del juicio verbal admisible cuando no sea preceptiva la postulación. Según el art. 437.2 LEC «en los juicios verbales en que no se actúe con abogado y procurador, el demandante podrá formular una demanda sucinta, donde se consignarán los datos y circunstancias de identificación del actor y del demandado y el domicilio o los domicilios en que pueden ser citados, y se fijará con claridad y precisión lo que se pida, concretando los hechos fundamentales en que se basa la petición». Incluso en el siguiente párrafo del mismo precepto se prevé que, en tales casos, «se podrán cumplimentar unos impresos normalizados que se hallarán a su disposición en el órgano judicial correspondiente». Todo ello viene a corresponderse básicamente con lo previsto en el art. 141 LJV indicado.

			Aunque no sea preceptiva la postulación, en el caso de que se compareciese mediante representación de procurador (art. 144.1 LJV), habrá de acompañarse escritura de poder original, siempre que no se haya otorgado representación apud acta mediante comparecencia personal o electrónica, o a través de la designación en el procedimiento de justicia gratuita (art. 24.1 y 33 LEC).

			Por último, indicar que, aunque no sea admisible la conciliación frente a la Administración Pública, quizá porque se cuenta específicamente con la derogada —solo como preceptiva— reclamación administrativa previa; a la inversa sí será admisible que la Administración pueda eventualmente formular conciliación frente a un particular.

			Entiende el AAP Cádiz, Secc. 6.ª, 53/2006, de 13 de noviembre, que es admisible la conciliación que insta la Administración Pública frente a un particular, para que este se avenga a abandonar una vivienda, con independencia de que la Administración pueda o no tener autorización para alcanzar un acuerdo transaccional. Argumenta para ello que «el acto de conciliación no cabe frente a la misma porque, dada sus especialidades, se adapta mejor a su finalidad la reclamación previa aludida. Su organización, facultades, régimen de asistencia jurídica y asesoramiento, muy diferentes a los del resto de personas físicas y jurídicas, justifican una comunicación directa entre el interesado y el ente público en lugar de utilizar la intermediación de un órgano judicial con tal objeto. A la inversa, sin embargo, recupera su sentido plenamente la primera, sin que ninguna razón motive su limitación. Antes al contrario, una interpretación sistemática de los artículos 88 y 107.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común y 75 y 77 de la reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, como impone el artículo 3 del Código Civil y fue defendido por la apelante, refuerza esta conclusión, a pesar del tenor literal del artículo 460 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881. Una interpretación sistemática y teleológica del precepto, evidencia la ilógica de arbitrar una pluralidad de mecanismos para resolver de forma consensuada, pacífica o, al menos, sin necesidad de recurrir a los tribunales los conflictos entre los interesados y la Administración en los marcos que rigen las dos leyes administrativas reseñadas y, por el contrario, vedarlo en el ámbito civil. Cuestión diferente es que se tenga autorización para alcanzar un acuerdo dentro del tipo de procedimiento que nos ocupa, lo que habrá de ser valorado si se tratara de llegar a un acuerdo transaccional».

			B) Admisión y citación


			En los cinco días hábiles siguientes a aquel en que se presente la solicitud, el Secretario judicial (el LAJ) o Juez de paz, dictará resolución sobre su admisión y citará a los interesados, señalando día y hora en que haya de tener lugar el acto de conciliación. Entre la citación y el acto de conciliación deberán mediar al menos cinco días, y en ningún caso podrá demorarse la celebración del acto de conciliación más de diez días desde la admisión de la solicitud (art. 142 LJV). A tal efecto, el régimen de notificaciones será el general de la LEC.

			Las partes tendrán la carga de comparecer el día y hora señalados. De no concurrir el solicitante sin manifestar justa causa, se le tendrá por desistido y se archivará el expediente. En tal caso, el requerido podrá reclamar al solicitante la correspondiente indemnización por los daños y perjuicios ocasionados por su comparecencia. De esta reclamación se dará traslado por cinco días al solicitante (se supone para que alegue lo que en su derecho convenga), y resolverá el LAJ o el Juez de paz, sin ulterior recurso, fijando la indemnización que proceda (art. 144.2 LJV). Por su parte, de no concurrir el requerido sin alegar justa causa, se pondrá fin al acto, teniéndose la conciliación por intentada a todos los efectos legales. Si no concurriesen todos los requeridos, se celebrará el acto con los comparecientes, entendiéndose intentada sin efecto respecto de los restantes (art. 144.3 LJV). Solamente si se considerase acreditada la justa causa alegada por el solicitante o por el requerido para no concurrir, el LAJ —o el Juez de paz—, señalará nuevo día y hora para la celebración del acto en el plazo de cinco días siguientes a la decisión de suspensión del acto (art. 144.4 LJV).

			C) Comparecencia


			El solicitante expondrá su reclamación y pondrá de manifiesto los fundamentos fácticos y jurídicos en que se funde. A continuación, el requerido podrá alegar lo que en su derecho convenga, pudiendo ambas partes exhibir o aportar los documentos que consideren oportunos en que funden sus alegaciones.

			Caso de que no se lograse avenencia entre los interesados, el LAJ o el Juez de paz procurarán avenirlos, permitiéndoles replicar y contrarreplicar, si lo considerasen oportuno y ello pudiere facilitar el acuerdo. A tal efecto, el conciliador no debe caer en el extremo de mantener una actitud excesivamente pasiva, por lo que su intervención no sería más que un mero formalismo, ni, por exceso de celo, llevar a las partes a una solución que suponga imponer el propio criterio.

			En el caso de que se alegare cualquier cuestión que impida la válida prosecución del acto de conciliación, se dará por terminado el acto y se tendrá por intentada la conciliación sin más trámites (art. 145.2 LJV). Igualmente, si no se consigue acuerdo alguno, se hará constar en el acta que el acto terminó sin avenencia. Y si hubiere conformidad, en todo o en parte, se hará constar detalladamente en un acta todo cuanto acuerden y que el acto terminó con avenencia, así como los términos de la misma, debiendo ser firmada por los comparecientes (art. 145.3 LJV).

			El desarrollo de la comparecencia se registrará, si fuera posible, en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen conforme a lo previsto en la LEC. Al finalizar el acto se dictará resolución, sea decreto por el LAJ o auto del Juez de paz haciendo constar la avenencia, o que se intentó sin efecto o se celebró sin avenencia, acordándose el archivo definitivo de las actuaciones (art. 145.4 LJV).

			D) Terminación


			El acto puede finalizar, como ya se ha adelantado, con o sin acuerdo. Los efectos variarán considerablemente. Si termina sin acuerdo, se limitará a los efectos propios de la mera solicitud de conciliación con independencia del acuerdo. Si finaliza con acuerdo además podrá tener efectos ejecutivos.

			
a) Efectos de la finalización sin acuerdo

			Si no compareciere el solicitante sin alegar justa causa, se le tendrá por desistido y se archivará el expediente. Incluso el requerido podrá reclamar al solicitante la indemnización por los daños y perjuicios que su incomparecencia le haya originado conforme al art. 144.2 LJV.

			La incomparecencia del requerido sin alegar justa causa para no concurrir pondrá fin al acto, teniéndose la conciliación por intentada a todos los efectos. En el caso de que fueran varios los requeridos, si concurriese solo alguno de ellos, se celebrará el acto con quien concurra, y se tendrá por intentada la conciliación en cuanto a los restantes (art. 144.3 LJV).

			Si ninguna o solamente alguna de las partes acuden a la comparecencia o, en cualquier caso, no hubiera avenencia a pesar de haber comparecido, se dará el acto por intentado o terminado «sin efecto» .

			Con todo, la falta de acuerdo en la conciliación no excluye algún efecto. Es así porque, en caso de que finalice por incomparecencia del solicitante, el requerido podrá reclamarle la indemnización por los daños y perjuicios que su incomparecencia le haya originado, si el solicitante no acreditare que su incomparecencia se debió a justa causa conforme al art. 144.2 LJV. Fíjese que si manifestare justa causa para no concurrir, más que ante una excepción a esta regla, nos hallaríamos (aunque sea dependiendo de los hechos que integrasen dicha «justa causa») ante un supuesto de suspensión o interrupción del acto de conciliación conforme a los arts. 188 y 193.4 LEC. Otra cosa es que se hubiera alegado la justa causa solamente tras la reclamación de los daños y perjuicios. En tal caso estaríamos ante un hecho que permitirá la desestimación de la reclamación indemnizatoria.

			Por su parte, la mera solicitud de conciliación, siempre que sea admitida, interrumpe la prescripción, tanto la adquisitiva como la extintiva, con efectos desde el momento de su presentación. En ese caso, volverá a computar el plazo desde que recaiga resolución del LAJ o del Juez de paz poniendo fin al expediente (art. 143 LJV). Igualmente, la mera solicitud de conciliación, con independencia del resultado, podrá servir para apreciar mala fe del requerido y, por tanto, se tendrá en cuenta para imponer las costas al mismo cuando, tras ser demandado, se allane a la demanda antes de contestarla conforme al art. 395.1.II LEC. Obviamente, para que pueda apreciarse la mala fe, el objeto del acto de conciliación ha de coincidir con el del proceso en el que se allane la demandada. Asimismo, el hecho de que haya una conciliación previa sin avenencia y un posterior allanamiento, aunque presupone la mala fe, no implica necesariamente que proceda la condena en costas.

			Argumenta la SAP Granada, Sec. 3.ª, 85/2009, de 20 de febrero, Ponente: D. José Requena Paredes, que «el requerimiento extrajudicial o la papeleta de conciliación previa al juicio constituyen efectivamente una presunción de mala fe procesal. Esta mala fe a la que se refiere el art. 395, hemos dicho muchas veces no es la transposición al ámbito procesal de la definida en el artículo 7 del Código Civil, sino, como han sostenido numerosas Audiencias Provinciales, es la apreciación del comportamiento extraprocesal del demandado, interpretado a la luz del principio de causalidad, cuando se revela que su comportamiento es el único causante del pleito, al no haber dejado al actor otro camino que el impetrar el auxilio judicial. Esto es, la mala fe precisa algo más que la mera falta de cumplimiento de lo debido durante un tiempo más o menos dilatado; exige un comportamiento malicioso de injustificada negativa a una pretensión que se sabe justa haciendo caso omiso a las reclamaciones que de la misma se le formulen, obligando así al titular del derecho a ejercitar finalmente su acción en proceso judicial para exigir lo que sabiendo el deudor que es debido no ha querido maliciosamente cumplir [...] el allanado no actúa de mala fe cuando no ha tenido ocasión de conocer la pretensión litigiosa o no ha tenido ocasión de evitar la necesidad del pleito y a sensu contrario, no quedará eximido del pago de las costas el demandado cuya actitud previa fue la determinante de la interposición de la demanda y conocida esta, se allanare entonces reconociendo el derecho que le negó extrajudicialmente o de cuyo cumplimiento se desentendió voluntaria e injustificadamente dejando de atender las peticiones o requerimientos que se le hicieron hasta forzar al acreedor a acudir a los tribunales cuando nada había que discutir, y por ello, solo se pliega a ella, apresuradamente para evitar soportar el coste del proceso, debemos convenir que en el caso de autos, no existió un incumplimiento injustificado ni temerario a la pretensión del actor, identificable con la mala fe. Es más, como hemos reiterado hasta la saciedad al analizar motivos similares, si el mero incumplimiento se identificara con la mala fe, la condena al pago de las costas sería la regla general, ya que la misma hipótesis de que haya reclamación y allanamiento, presupone la no realización previa de lo exigido».

			Por último, la mera solicitud de conciliación puede servir como requerimiento formal al demandado, con los correspondientes efectos para que inicie el cómputo de intereses. Con todo, el contenido y la propia conciliación sin avenencia no tendrán eficacia como prueba en el ulterior proceso sobre el mismo objeto, puesto que,«las declaraciones realizadas en actos de conciliación celebrados sin avenencia son meramente provisionales y carecen del carácter de confesión, siendo lo mismo predicable de las reclamaciones, al menos como la presente y por su propia naturaleza, en las mismas formalidades y que pueden obedecer a distintos fines como, por ejemplo, el de intentar llegar a un acuerdo (SSTS 26-4-95, 16-10-90, 15-6-89, 10-10-88, 16-10-87)» (SAP Córdoba, Secc. 2.ª, 254/2002, de 4 de octubre, y SAP Alicante, Secc. 5.ª, 19/2008, de 16 de enero).

			
b) Finalización con acuerdo y ejecución del auto de aprobación

			Por el contrario, si ambas partes comparecen y llegan a un acuerdo, sin perjuicio de los efectos de la presentación de la solicitud de conciliación señalados, se hará constar detalladamente en un acta todo cuanto acuerden, que el acto terminó con avenencia así como los términos de la misma, que será firmada por los comparecientes (art. 145.3 LJV). Igualmente, el Juez de paz dictará auto, o el LAJ decreto, en el que lo aprobará y acordará además el archivo de las actuaciones (art. 147 LJV).

			La aprobación de la avenencia entre las partes supone únicamente la constatación de que el convenio se ha llevado a cabo dentro de los límites del art. 19.2 LEC, por tanto, que no haya prohibición o limitaciones por razones del interés general o en beneficio de terceros; igualmente, que concurren las condiciones exigidas en el art 415.1.IV LEC, esto es, la capacidad jurídica de las partes y el poder de disposición o de sus representantes debidamente acreditados, que asistan al acto.

			Tanto el auto del Juez de paz como el decreto del LAJ aprobatorios de lo convenido por las partes tendrán importantes efectos sobre la relación tanto material como procesal, como es la eficacia de cosa juzgada, y sobre todo que tendrá aparejada ejecución conforme a lo previsto en el art. 147 LJV en relación con el art. 517.2.9 LEC.

			Así, por ejemplo, puede implicar resolución de contrato de arrendamiento, consecuencia de haber acordado una fecha de finalización del contrato en el acto (SAP Santa Cruz de Tenerife, Secc. 4.ª, 247/2008, de 2 de julio). Incluso puede detener eficacia para modificar un asiento en el Registro de la Propiedad con base en el art. 328 LH por constituir el acta de conciliación documento auténtico conforme al art. 82.1 LH (SJPI núm. 14, Zaragoza, 6 de octubre de 2006). De otro lado, la SAP Pontevedra, Secc. 3.ª, 568/2008, de 19 de diciembre, estima cosa juzgada para decidir no haber lugar a la reclamación de la demandante porque entre las partes se celebró previamente acto de conciliación resuelto con avenencia, de modo que la actora pudo haber ejecutado lo convenido en dicha avenencia y no lo hizo, no siendo lícito sustituir dicha ejecución por una demanda con el mismo objeto.

			El órgano funcionalmente competente para la ejecución será el Juzgado de Paz, el de Primera Instancia o el de lo Mercantil «cuando se trate de asuntos de la competencia del propio Juzgado». Esto implica que, si objeto del convenio han sido asuntos que deben ser adecuados por la cuantía, y además esta no supere los noventa euros, será competente el Juzgado de paz. En los demás casos, será competente el Juzgado de Primera Instancia o será al Juzgado de lo Mercantil a quien hubiere correspondido conocer de la demanda (147.2 LJV). El Juzgado que corresponda conforme a las normas de competencia territorial (presuponiendo que concurre jurisdicción y competencia genérica a los órganos del orden civil, pues esto ya ha sido presupuesto para formular la solicitud de conciliación), sin que necesariamente deba ser el del partido judicial en que se halle el Juzgado de paz que pueda haber dictado el auto que apruebe la conciliación y crea el título de ejecución. En los supuestos de eventuales aforamientos, en cambio, no será competente el Tribunal Superior de Justicia de la correspondiente Comunidad Autónoma ni, en su caso, el Tribunal Supremo, puesto que los órganos colegiados, al contrario de lo que podría derivar de una lectura apresurada y equívoca del art. 545.1 LEC, resultan incompetentes para la ejecución en general, y mucho más para la ejecución del título ejecutivo derivado de la conciliación, conforme al citado art. 147.2 LJV, referido exclusivamente a «Juzgado».

			Nótese que se establece una notable diferencia entre la ejecución derivada de un laudo arbitral o de un acuerdo de mediación. En ambos casos, conforme al art. 545.2 LEC, será competente, según su tenor literal, «el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado el laudo o se hubiera firmado el acuerdo de mediación». En cambio, en el caso de lo convenido en conciliación, en ciertos casos al menos, puede ser competente el Juzgado de paz. Diversidad de tratamiento que es coherente con la atribución de potestad jurisdiccional que corresponde al Juez de paz, a diferencia de lo que ocurre con la figura del árbitro o del mediador, y del protagonismo que, no obstante, se atribuye al primero en esta vía alternativa de solución de conflictos.

			La ejecución se tramitará conforme a lo establecido en la LEC para la ejecución de sentencia y convenios judicialmente aprobados (art. 147.3 LJV), esto es, conforme a las reglas generales en función de que la condena contenga un deber de prestación consistente en hacer, no hacer, dar dinero o cosa mueble o inmueble, con las siguientes particularidades principales:

			1.º Cuando el título de ejecución sea el auto del Juez de paz, aprobatorio del convenio de conciliación, y sea competente el mismo Juzgado, el plazo de espera del art. 548 LEC no operará desde la fecha del convenio sino desde la notificación de esta resolución a las partes. Y, en todo caso, por lo que se refiere al plazo de caducidad del art. 518 LEC, se iniciará a partir de la firmeza de la resolución del Juzgado de paz o del Secretario.

			2.º Por ser resolución procesal, no será preciso el requerimiento previsto en el art. 580 LEC. Este precepto, al relacionarse con el art. 581 LEC, permite afirmar que solamente se exige el citado requerimiento en la ejecución dineraria para resoluciones que no sean procesales o arbitrales.

			3.º En cuanto a la oposición, lo primero que ha de afirmarse es que el hecho de que se prevea en el art. 148 LJV la llamada «acción de nulidad» frente a lo convenido en conciliación, no significa que la ejecución quede exenta de la posibilidad de oposición.

			Asimismo, cuando el órgano competente para la ejecución no sea el mismo Juzgado de paz, por lo demás el supuesto más fácilmente reproducible en la realidad, las especialidades se incrementan. Entre otros aspectos, según ÁNGEL BONET, no bastará con la mera solicitud (art. 549.2 LEC), sino que será conveniente ajustarse al tipo de demanda establecido en el art. 549.I LEC pues «solamente de esta manera podrá darse contenido a la demanda para que pueda advertirse con claridad la correspondencia de los actos de ejecución solicitados con la naturaleza del título (art. 551.1 LEC)». Además, será necesario aportar el título de ejecución así como los testimonios necesarios para conocer los términos de las actuaciones de la conciliación, que permitan conocer el sentido de lo aprobado por la resolución que se ejecuta. Concretamente de ser necesario porque el auto no permita determinar el deber de prestación pretendida, podrá comprender el escrito de demanda de conciliación y el acta de lo convenido.

			El transcurso del plazo de caducidad del art. 518 LEC habrá de admitirse como motivo de oposición. Sin embargo, el art. 556.1 LEC devendría inaplicable en cuanto que al hablar de «resolución procesal o arbitral de condena o un acuerdo de mediación», no se refiere, expresamente al menos, a las resoluciones que aprueben una transacción o acuerdo (es cierto que el convenio de las partes aprobado por el Juez de paz puede incluir un deber de prestación aceptado por las partes cuando ceden, retienen o aceptan alguna cosa para evitar la provocación de un pleito según el art. 1.809 CC, pero este no expresa un «querer del órgano» que dicta la resolución, de modo que no puede afirmarse, en puridad, que sea de condena). Similarmente, tampoco sería aplicable el art. 557 LEC en cuanto que este precepto no alude al auto del Juez de paz ni al decreto del LAJ aprobatorios del convenio de conciliación. Aunque no contamos con norma que determine las causas de oposición, parece que esta ha de ser posible. El que se prevea en el art. 148 LJV específicamente la acción de nulidad no significa la improcedencia de la oposición en la ejecución, pues el ámbito de la acción de nulidad se dirige frente a lo convenido y no constituye una específica causa de oposición en el posterior proceso de ejecución. Como la apertura de la ejecución de lo conciliado se funda en el art. 517.2.9.º LEC, pero no en cuanto documento que traiga aparejada ejecución sino como resolución que aprueba o hace constar lo convenido por las partes (art. 147.1 LJV), no se somete a las exigencias de los art. 520 y 559.1.3.º LEC, tampoco es preciso requerir de pago (art. 581.1 LEC sensu contrario) y, a pesar del tenor literal del art. 556.1 LEC, debe interpretarse que tanto el auto del Juez de paz, como el decreto del LAJ, aprobatorios de un acuerdo de conciliación, han de incluirse entre los títulos a que se refiere el art. 556.1 LEC. Y en la misma línea habría de admitirse la posibilidad de impugnar la provisión del Tribunal en contradicción con el título ejecutivo que sea decreto, aunque el art. 563.1 LEC solamente se refiera a sentencia o resolución judicial.

			E) Impugnación de lo acordado en conciliación


			La naturaleza de lo convenido en acto de conciliación, desde la perspectiva material, tiene naturaleza contractual, en cuanto supone un acuerdo de voluntades asimilado a la transacción, de modo que se relacionan los arts. 148 LJV y 1.809 CC. Por tal motivo, la validez de lo acordado queda condicionada a lo exigido a todo contrato o convenio en los arts. 1.261 y 1.300 CC, pudiéndose impugnar dicha validez mediante el ejercicio de la acción de nulidad de los arts. 148 LJV y 1.301 CC.

			La SAP Ciudad Real, Secc. 2.ª, de 14 de enero de 2008, añade además que «en cuanto el acto de conciliación implica la existencia de declaraciones de voluntad, vienen a constituir por sí actos propios reveladores de una situación o deseo que causa estado y por tanto supone para quien lo formula su necesaria vinculación como libre determinación de su voluntad, siendo reiterada y constante la doctrina que proclama la observancia del principio que veda o impide ir contra dichos actos propios. Finalmente, cuando en determinada relación jurídica uno de los sujetos actúa de manera que produce en el otro una fundada confianza de que, por la significación de su conducta, en el futuro se comportare coherentemente, y convierte en inadmisible la pretensión que resulte contradictoria con dicha precedente forma de proceder».

			En efecto, conforme al art. 148.1 y 2 LJV, contra el acuerdo obtenido en el acto de conciliación puede ejercitarse la «acción de nulidad» por las causas que invalidan los contratos, dentro de los quince días siguientes a su celebración, mediante el proceso declarativo ordinario que corresponda bien a su materia o a la cuantía.

			No obstante la literalidad de este precepto, ha de comprender no solamente la nulidad sino también los supuestos de anulabilidad o de rescisión. Asimismo, conviene distinguir entre la impugnación con base en motivos formales, esto es, por incumplimiento de las normas procesales reguladoras de la conciliación, o en cuestiones materiales (por ejemplo, cuando se concilia sobre materias no susceptibles de conciliación, o no sea posible determinar lo que se convino). Lo dispuesto en el citado art. 148.1 LJV es perfectamente aplicable para el primer supuesto. En cambio, para el segundo, no deberían ser aplicables los breves plazos previstos en este último precepto, sino los contemplados en el Código Civil (que serán de cuatro años según los arts. 1.299 y 1.301 CC).

			Igualmente, como se ha señalado, la acción de nulidad prevista en el art. 148 LJV no representa una específica causa de oposición, sino que su ámbito objetivo se dirige frente al acuerdo de conciliación, y temporalmente opera en un momento anterior al del inicio de la ejecución.

			Por último solo resta indicar que una vez acreditado el ejercicio de la acción de nulidad, tendrá efecto suspensivo de la ejecución hasta que se resuelva definitivamente (art. 148.3 LJV).

			IV. CONCILIACIÓN INTRAPROCESAL

			El acuerdo que intenta lograrse mediante la conciliación preprocesal puede obtenerse también una vez iniciado el proceso al que pretende poner fin. A tal efecto, el art. 415.1.II LEC regula expresamente la posibilidad de que en la audiencia previa del juicio ordinario las partes manifiesten ante el Tribunal que han llegado a un acuerdo o que se muestran conformes en concluirlo de inmediato; y equipara el régimen jurídico del acuerdo obtenido como consecuencia de una conciliación y de una transacción.

			La celebración de la audiencia previa permitirá de forma inmediata la obtención de una solución autocompositiva del litigio. En el caso de que a la misma comparezcan ambas partes, el Tribunal declarará abierto el acto y comprobará si subsiste litigio entre ellas. Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del Tribunal que homologue lo acordado mediante conciliación intraprocesal o transacción.

			El art. 415 LEC equipara conciliación y transacción. Sin embargo, aunque materialmente tenga elementos coincidentes, no deben confundirse. Al menos desde un punto de vista funcional, la conciliación solamente puede ser judicial mientras que la transacción cabe también efectuarse extrajudicialmente. Según el artículo 1.809 CC, la transacción es un «contrato por el cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo, cada una alguna cosa, evitan la provocación de un pleito o ponen término al que había comenzado». Y, en palabras de ORTELLS se trata de un «negocio jurídico bilateral, mediante el que las partes sacrifican recíprocamente intereses implicados en una situación litigiosa, con la causa de extinguir ese estado de litigiosidad». Pues bien, el citado negocio jurídico puede manifestarse como acuerdo de mediación, cuando las partes son auxiliadas por «expertos» que les facilitan el camino (unido a ciertos obstáculos al planteamiento inmediato de la demanda y ciertas ventajas jurídico-materiales y procesales si el acuerdo llega a alcanzarse); o también como conciliación, si el acuerdo se alcanza ante un Juez que, en lugar de imponer su decisión, se limita a acercar las posiciones de las partes. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con la transacción, que puede ser también extrajudicial, la conciliación intraprocesal necesariamente será judicial, puesto que el acuerdo habrá de lograrse ante el Juez que conoce del proceso que se pretende evitar con el acuerdo. Otra cosa se dará en la preprocesal, que se celebrará, en su caso, ante el LAJ del Juzgado de Primera Instancia que corresponda. Y por su parte, la transacción judicial se realiza pendiente el proceso y además la misma se concluye dentro de las actividades del mismo (art. 415, en cuanto se refiere al acuerdo que las partes someten a la homologación judicial), o se presenta en el proceso por ambas partes (art. 19.2 LEC) y está sometida a la aprobación del Tribunal. Esta transacción tiene el efecto de terminar el proceso, aunque sin sentencia en cuanto que el litigio ha sido resuelto por las partes a través de la transacción, y además tendrá valor como título de ejecución. Por supuesto, si el acuerdo alcanzado por las partes implica en sí mismo la satisfacción, la finalización del proceso se produciría no en virtud de la transacción sino por la satisfacción extraprocesal o pérdida sobrevenida del objeto, y no se generaría ningún título ejecutivo, entre otras cosas, porque no subsistiría deber de prestación.

			La búsqueda de finalización del litigio también se perseguirá en el último estadio de la audiencia previa, una vez fijado el objeto del litigio (art. 428.2 LEC), momento quizá más idóneo para que pueda alcanzarse el convenio, y que incita a una actitud más activa por el juzgador.

			La reforma operada por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, deja claro que en el juicio verbal el Tribunal comprobará si subsiste el litigio y si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas las partes a concluirlo de inmediato podrán desistir del proceso o solicitar del Tribunal que homologue lo acordado. Y el acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial (art. 443.1.II LEC). Asimismo, las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 LEC, para someterse a mediación. De otro lado, el art. 185.4 LEC, que es de aplicación general para «las vistas y comparecencias», prevé expresamente que «concluida la práctica de prueba o, si esta no se hubiera producido, finalizado el primer turno de intervenciones, el Juez o Presidente concederá de nuevo la palabra a las partes para rectificar hechos o conceptos y, en su caso, formular concisamente las alegaciones que a su derecho convengan sobre el resultado de las pruebas practicadas». Ante esto, aunque la omisión de la comprobación, expresa y formal, de la subsistencia de litigio por parte del Juez, y el no conceder expresamente la palabra para formular «alegaciones» (alusión que hace referencia en un sentido impropio y genérico a «afirmaciones» o «conclusiones») no parece que tenga aparejada consecuencia alguna. El silencio por las partes permite entender que se produce la subsistencia del litigio de forma tácita. Y si no se permitiera a las partes manifestar haber alcanzado un acuerdo o mostrarse dispuesto a concluirlo de inmediato, impidiéndoles desistir del proceso o solicitar la homologación de lo acordado, desde luego constituiría una grave infracción productora de indefensión que generaría nulidad, siempre que se formule la oportuna protesta y se recurra en apelación.

			V. CASO PRÁCTICO SOBRE CONCILIACIÓN

			1. UN VEHÍCULO ELÉCTRICO POCO CORRIENTE


			El pasado 15 de enero, D. Marcelino Z. L., compró un automóvil eléctrico nuevo de la marca «Jak», modelo «Z», con número de bastidor 1234321, al que le ha correspondido la matrícula V-1234-X, por 15.000 euros, impuestos y gastos incluidos, en el concesionario que tiene la marca en la ciudad de Torrent, Avenida del Pino n.º 36.

			Desde el primer momento, el vehículo ha tenido un funcionamiento deficiente, limpiaparabrisas que no funciona, luces de cruce que funcionan intermitentemente, y hasta incluso ha sufrido diversos episodios de parada de motor, con el riesgo que ello implica para las personas que circulan con el vehículo, así como para terceros.

			En fechas 30 de enero y 9 de febrero, el vehículo fue revisado en las instalaciones del concesionario vendedor. No obstante, los problemas no han sido subsanados, hasta el punto de que el vehículo actualmente no puede circular.

			D. Marcelino, cansado de que no le den una solución satisfactoria, decide instar acciones legales.

			ACTIVIDADES

			a) Valore, razone y explique qué vía será inmediatamente la más conveniente y adecuada.

			b) En caso de que no haya optado por la conciliación, explique concretamente por qué.

			c) Redacte la demanda de conciliación.

			d) Señale cuántas copias presentará y qué documentos adjuntará a la misma.

			e) Señale si acudirá asistido por abogado y/o representado por procurador y por qué.

			f) Explique los trámites que seguirán a la demanda.

			g) Explique los beneficios que derivan o puedan derivar del acto de conciliación.

			2. EL ARRENDADOR QUE NO QUERÍA COBRAR LA RENTA


			Dña. Carmen S. R. es arrendataria de D. Carmelo L. C., de la vivienda sita en Picaña, Calle Miquel Adlert, 35, 4, según contrato celebrado entre las partes en 1980.

			Hace tres meses que la arrendataria no ha podido abonar la renta de 50 € al mes a pesar de haber intentado el pago. En dos ocasiones, Dña. Carmen se personó en la vivienda de D. Carmelo y en ninguna de ellas le abrieron la puerta. Y lo mismo ocurrió con sendas transferencias bancarias que intentó sin efecto con el objeto de ingresar en la cuenta corriente de D. Carmelo, al parecer porque había sido cancelada justo hace tres meses.

			La arrendataria está preocupada porque beneficiándose de un contrato de arrendamiento de los llamados de renta antigua sobre un piso grande y céntrico, teme que se la pueda desahuciar por falta de pago.

			ACTIVIDADES

			a) Cite los preceptos aplicables y resuma su contenido.

			b) Explique por qué y para qué podría ser conveniente la conciliación en este caso.

			c) Redacte la demanda de conciliación.

			d) Señale cuántas copias presentará y qué documentos adjuntará a la misma.

			e) Señale si acudirá asistido por abogado y/o representado por procurador y por qué.

			f) Explique los trámites que seguirán a la demanda.

			g) Explique los beneficios que derivan o puedan derivar del acto de conciliación.

			VI. FORMULARIOS SOBRE CONCILIACIÓN

			1. SOLICITUD DE CONCILIACIÓN


			AL JUZGADO DE [...] DE [...]

			Don [...], mayor de edad [...], con domicilio en la calle [...], núm. [...], piso [...], de [...], Código Postal núm. [...], con DNI núm. [...], de profesión [...],

			(en su caso, con abogado y procurador: D. [...] Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de D. [...], representación que se acredita mediante poder conferido apud acta por comparecencia personal ante el Secretario judicial de la oficina judicial de [...] o, en su caso, por comparecencia electrónica en la sede judicial, según consta en la copia electrónica del poder notarial de representación informática o digitalizada que se acompaña, o mediante la certificación de su inscripción en el archivo electrónico de apoderamientos apud acta de la oficina judicial),

			(en su caso, con abogado y procurador: D. [...] Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de D. [...], que acredito mediante la escritura de poder núm. [...] otorgada ante el notario de [...] en fecha [...] [documento 1] que solicito se me devuelvan, una vez quede constancia en autos por serme necesarias para otros asuntos, con la asistencia letrada de D. [...] Colegiado núm. [...])

			Ante el Juzgado que corresponda conforme al turno de reparto establecido y como mejor proceda en derecho, DIGO:

			Que por medio del presente escrito solicito celebrar acto de conciliación con las siguientes personas:

			Don/ña. [...], (o la mercantil: [...]), mayor de edad, de profesión [...], con domicilio en [...]

			Don/ña. [...], (o la mercantil: [...]), mayor de edad, de profesión [...], con domicilio en [...]

			[...]

			Para que se avengan a reconocer los siguientes extremos:

			PRIMERO.- [...]

			SEGUNDO.- [...]

			Por todo lo expuesto, SOLICITO AL JUZGADO:

			Que teniendo por presentado este escrito, con sus copias (y, en su caso, documentos), se sirva admitirlo, tenerme por comparecido y parte en la representación que ostento, y por promovido ACTO DE CONCILIACIÓN frente a las personas indicadas, D./ña. [...] o la mercantil [...], señale día y hora para su celebración, convoque a las partes al mismo, y, una vez celebrado o intentado sin efecto, interese que se expida testimonio literal del acto con entrega a esta parte.

			Por ser así de justicia, que pido en [...] a [...] de [...] de [...].

			Fdo.: D./ña. [...]

			2. DEMANDA DE EJECUCIÓN CON BASE EN LO CONVENIDO EN CONCILIACIÓN


			AL JUZGADO DE [...] DE [...] NÚM. [...]

			Don [...], mayor de edad [...], con domicilio en la calle [...], núm. (...,) piso [...], de [...], Código Postal núm. [...], con DNI núm. [...], de profesión [...],

			(en su caso, con abogado y procurador: D./ña. [...] Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de D./ña. [...], representación que se acredita mediante poder que consta en el expediente núm. [...] de ese Juzgado)

			(en su caso, con abogado y procurador: D./ña. [...] Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de D./ña. [...], representación que se acredita mediante poder conferido apud acta por comparecencia personal ante el Secretario judicial de la oficina judicial de [...] o, en su caso, por comparecencia electrónica en la sede judicial, según consta en la copia electrónica del poder notarial de representación informática o digitalizada que se acompaña, o mediante la certificación de su inscripción en el archivo electrónico de apoderamientos apud acta de la oficina judicial),

			(en su caso, con abogado y procurador: D. [...] Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de D. [...], que acredito mediante la escritura de poder núm. [...] otorgada ante el notario de [...] en fecha [...] [documento 1] que solicito se me devuelvan, una vez quede constancia en autos por serme necesarias para otros asuntos, con la asistencia letrada de D. [...] Colegiado núm. [...])

			ante el Juzgado que corresponda conforme al turno de reparto establecido y como mejor proceda en derecho, DIGO:

			Que según lo acordado en el acto de conciliación celebrado en fecha [...] ante el juzgado al que tengo el honor de dirigirme, según el testimonio del acta que se acompaña y conforme al decreto del LAJ (o, en su caso, auto del Juez de paz), D./ña. [...] (o la mercantil [...]) se avino a reconocer que [...]

			Que no obstante los requerimientos efectuados, ha transcurrido el plazo determinado para cumplimiento.

			Que según dispone el vigente art. 147 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria, «A los efectos previstos en el artículo 517.2.9.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el testimonio del acta junto con el del decreto del Secretario judicial o del auto del Juez de paz haciendo constar la avenencia de las partes en el acto de conciliación, llevará aparejada ejecución. A otros efectos, lo convenido tendrá el valor y eficacia de un convenio consignado en documento público y solemne. 2. Será competente para la ejecución el mismo Juzgado que tramitó la conciliación cuando se trate de asuntos de la competencia del propio Juzgado. En los demás casos será competente para la ejecución el Juzgado de Primera Instancia a quien hubiere correspondido conocer de la demanda. 3. La ejecución se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados».

			Por todo lo expuesto, SOLICITO AL JUZGADO:

			Que teniendo por presentado este escrito, con sus copias y certificación del acto de conciliación indicado, se sirva admitirlo y, en atención a lo convenido en el acto de conciliación, disponga que se lleve a efecto por los trámites establecidos para la ejecución tal y como previene el art. 147 LJV, y a tal efecto se designan [...] para su embargo, siguiendo la ejecución hasta el efectivo y total cumplimiento.

			Por ser así de justicia, que pido en [...] a [...] de [...] de [...].

			Fdo.: D./ña. [...]

		

	
		
			CAPÍTULO III

			ALTERNATIVAS NO JURISDICCIONALES (II): LA DEROGADA RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA Y EL ARBITRAJE

			I. LA DEROGADA RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA

			La reclamación administrativa previa a la demanda, según la perspectiva negativa o positiva que se adopte, podía ser considerada como un simple privilegio de la Administración Pública o, diversamente, como un método más o menos útil en la solución autocompositiva del conflicto alternativa al proceso. Desde este segundo punto de vista, permitiría una solución equivalente a la conciliación pero sin la intervención de terceros. Es así porque la Administración que recibe la reclamación y, en su caso, da solución resolviendo estimar la reclamación, no es tercero sino la parte a la que podrá demandarse si el conflicto subsiste.

			«[...] la reclamación previa en vía administrativa, recogida en el artículo 120 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. La finalidad de esta norma radica en impedir que se inicie un procedimiento contra aquella sin que tuviera conocimiento de los motivos que lo impulsan, impidiendo su eventual iniciación a través de una previa actuación de los organismos públicos, ya sea material o jurídica. Si bien tiene un componente no despreciable de privilegio, como otros tantos esparcidos en nuestro ordenamiento jurídico, la magnitud de su configuración actual, la enorme cantidad de actos en los que está implicada en la sociedad moderna y, no en menos medida, la conciencia de que son entidades al servicio del bien común, por lo que un menoscabo de las mismas o su patrimonio afecta a toda la comunidad, justifican su establecimiento» (AAP Cádiz, Secc. 6.ª, 53/2006, de 13 de noviembre).

			Se regulaba en los arts. 120 a 124 LRJyPAC, que establecía en general la preceptividad de la reclamación frente a la Administración, previa a demandarla en el orden civil y laboral. Aunque la LEC vigente no contuvo una referencia expresa a la misma, fue preceptiva en cuanto que no contenía excepción al régimen general, y hasta establecía norma genérica en los arts. 403 y 439 como posible causa de inadmisión.

			Antes de su derogación formal, en cierto modo ya había sido sistemáticamente inaplicada por la jurisprudencia, por cuanto se presentaba poco formalista cuando permitía su subsanación incluso con posterioridad a la presentación de la demanda.

			«La Real Orden de 9 junio 1847 se refirió a que “la instrucción de expedientes gubernativos puede suplir en los negocios en que es parte el Estado las ventajas que en los privados producen los juicios de conciliación”, lo que se reitera en la Ley de Bases de 11 de abril 1868, sobre la unificación de fueros, y en el Decreto de 9 julio 1869, jugando entonces la similitud con el acto de conciliación para argumentar la conveniencia de exigir la reclamación previa, no obstante su carácter de privilegio de la Administración y, en alguna medida, contrario al libre ejercicio de la Jurisdicción. b) La jurisprudencia ha venido declarando que, aun reconociendo las diferencias entre la reclamación previa y el acto de conciliación, pueden asimilarse desde el momento que aquella viene a sustituir a este identificándose su finalidad y, consecuentemente, sus efectos (Sentencias de 20 junio 1889, 20 mayo 1941, 23 marzo 1961, 17 febrero 1972, 20 marzo 1975, 27 febrero 1987 y 26 mayo 1988, entre otras), de donde se infiere que la falta de reclamación previa es un defecto subsanable» (AAP Valencia, Secc. 6.ª, núm. 257, 257/2000, de 29 de junio, Ponente D. Vicente Ortega Llorca).

			Además, ya se preveía innecesaria en cuestiones puntuales tan relevantes como eran, por ejemplo, la oposición ante los tribunales civiles a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores (art. 780.1 LEC). Asimismo, la Disposición Final 4.ª de la Ley 20/2011, de 20 de julio, del Registro Civil, iba a introducir, cuando entre en vigor, un art. 781 bis en la LEC por el que «la oposición a las resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado en materia de Registro Civil, a excepción de las dictadas en materia de nacionalidad por residencia, podrá formularse en el plazo de dos meses desde su notificación, sin que sea necesaria la formulación de reclamación administrativa previa».

			Actualmente, ha sido eliminada de nuestro ordenamiento jurídico. Según la Exposición de Motivos, punto V párrafo 20, Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: «De acuerdo con la voluntad de suprimir trámites que, lejos de constituir una ventaja para los administrados, suponían una carga que dificultaba el ejercicio de sus derechos, la Ley no contempla ya las reclamaciones previas en vía civil y laboral, debido a la escasa utilidad práctica que han demostrado hasta la fecha y que, de este modo, quedan suprimidas». Ahora bien, ha sido eliminada solamente como preceptiva, lo que no excluye que pueda formularse con carácter previo al litigio cuando se considere oportuno.

			II. EL ARBITRAJE

			1. CONCEPTO, PRINCIPALES CARACTERES Y CLASES


			El arbitraje es una institución heterocompositiva, pues un tercero impone la solución de la controversia a las partes en conflicto de modo similar a lo que ocurre con la jurisdicción. Pero la potestad del árbitro no es, como la del titular de potestad jurisdiccional, de carácter jurídico-público, sino que proviene de un acuerdo de las partes por el que las mismas, tras haber encargado a un tercero la solución, se obligan voluntariamente a su decisión. Según CUCARELLA, se trata de una «institución para la solución de conflictos intersubjetivos en el ámbito del derecho privado, en la que interviene un tercero cuyo poder de decidir proviene de que los sujetos del conflicto han expresado su voluntad, mediante convenio, de que el conflicto se resuelva por este medio».

			Precisamente la expresión de la voluntad conforme de las partes en el conflicto, esto es, el convenio arbitral, redactado por escrito como cláusula o como acuerdo independiente, es imprescindible para el sometimiento a arbitraje (art. 9 LA), y para que despliegue sus efectos excluyentes de la vía judicial (art. 11 LA y arts. 63 y 65 LEC).

			Por esto es que el arbitraje se encuentra limitado con carácter general tanto en el ámbito material como en el procedimental. En cuanto al material, porque solamente es viable en ciertos conflictos de derecho privado, sobre los que las partes tengan poder de disposición. En efecto, queda excluido de plano en el derecho penal, así como en las materias previstas en el art. 2 LA: en cuestiones sobre las que haya recaído sentencia firme, materias unidas inseparablemente y sobre las que no tenga poder de disposición, y todas en las que debe intervenir el Ministerio Fiscal. Y por lo que se refiere al ámbito procedimental, se limita a la actividad declarativa y, si las partes lo deciden, la cautelar. La ejecución del laudo arbitral, si es necesario, corresponde solamente a la jurisdicción, y lo mismo cabe afirmar respecto a medidas cautelares adoptadas antes del inicio del procedimiento arbitral y cuando las partes hayan excluido la potestad de los árbitros en la adopción de medidas cautelares conforme al art. 23 LA.

			Entre los caracteres principales del arbitraje merecen mencionarse los siguientes:

			1.º Aunque el arbitraje pueda ser también de equidad, como regla general será de derecho y, en tal caso, el árbitro ha de ostentar la condición de «jurista» (art. 15.1 LA), esto es, entre otros, notarios, registradores, profesores de disciplinas jurídicas, magistrados retirados, etc.

			En el punto VII de la Exposición de Motivos de la LA se señala que «el arbitraje de equidad queda limitado a los casos en que las partes lo hayan pactado expresamente, ya sea a través de una remisión literal a la equidad, o a términos similares como decisión en conciencia, ex aequo et bono, o que el árbitro actuará como amigable componedor. No obstante, si las partes autorizan la decisión en equidad y al tiempo señalan normas jurídicas aplicables, los árbitros no pueden ignorar esta última indicación».

			2.º La actual regulación determina que la jurisdicción puede auxiliar al arbitraje, por ejemplo, en su formalización o en la prestación de auxilio para la práctica de pruebas (arts. 32 y 33 LA). Similarmente, se prevé la intervención judicial para supuestos concretos: solamente para la impugnación del laudo mediante anulación conforme a las causas previstas en el art. 41 LA, sin perjuicio de la revisión del laudo conforme al art. 43 LA en relación con los arts. 509 a 516 LEC (con la salvedad de que, al no ser posible el delito de falso testimonio prestado en procedimiento arbitral, no será viable la revisión del laudo firme por la vía del art. 510.3 LEC); en la actividad ejecutiva (arts. 517 y 523.1, 545.2. LEC, 8.4, 44 y 45 LA) incluida la eventual impugnación en la misma (arts. 559 y 560 LEC); y en la tutela cautelar, pues la LEC encomienda a la jurisdicción la función de acordar y ejecutar medidas cautelares en función del arbitraje cuando deban adoptarse previamente al inicio del procedimiento arbitral y si hay acuerdo de las partes (arts. 23 LA y 722 y 724 LEC). Estas previsiones se corresponden con el hecho de que el art. 7 LA disponga con toda rotundidad que «en los asuntos que se rijan por esta Ley no intervendrá ningún Tribunal, salvo en los casos en que esta así lo disponga».

			3.º El convenio arbitral tiene como efecto la obligación de acudir al arbitraje para iniciar el proceso de declaración y, al mismo tiempo, excluye que sea procedente la vía jurisdiccional. Como dice el art. 11.1 LA, «impide a las tribunales conocer de las controversias sometidas a arbitraje…». Así, una vez alegado el sometimiento a arbitraje por la parte mediante declinatoria, sin perjuicio de la posibilidad de renuncia al mismo de común acuerdo y de forma expresa o tácita, impone al titular de la potestad jurisdiccional el deber de abstenerse de conocer y de sobreseer el proceso mediante auto.

			Y por lo que se refiere a las clases de arbitraje, puede clasificarse en función de diversos criterios: se califica arbitraje de derecho o de equidad (art. 4.1 LA), en atención a si se resolverá conforme al derecho o sencillamente en atención al saber y entender del árbitro si se les autoriza expresamente para ello (art. 34.1 LA).

			En atención a la forma de atribución, sea bien a una o a varias personas determinadas, o bien a una institución (conforme al art. 14.1 LA, corporaciones de derecho público y entidades públicas que puedan desempeñar funciones arbitrales, así como a asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean funciones arbitrales), se denomina arbitraje ad hoc o arbitraje institucional. El arbitraje es institucional cuando su administración se encomienda a Corporaciones de Derecho Público y Entidades públicas que puedan desempeñar funciones arbitrales, así como a asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean funciones arbitrales (art. 14.1 LA). Por el contrario, es ad hoc cuando la función arbitral se encomienda a una o varias personas físicas determinadas.

			Y, por último, conforme a su ámbito territorial, limitado a España o de ámbito superior, se lo conoce como arbitraje interno o tanto extranjero como internacional.

			2. EL CONVENIO ARBITRAL


			Dado que la potestad del árbitro es de origen negocial, la existencia de convenio arbitral se presenta como elemento clave pues resulta absolutamente necesaria para la existencia y viabilidad del arbitraje la voluntad conforme de las partes en el conflicto (art. 9 LA). El convenio arbitral es, como indica CUCARELLA, el negocio jurídico que constituye la obligación de someter a arbitraje para la solución de un determinado conflicto, existente en el presente o en el futuro, sobre relaciones jurídicas disponibles.

			Los elementos esenciales para el convenio son los siguientes: 1.º voluntad inequívoca de las partes de someter la solución del conflicto a la decisión de uno o más árbitros; 2.º determinación de las cuestiones litigiosas presentes o futuras sobre las que se expresa la voluntad de someterlas; 3.º designación directa o indirecta de árbitros. Asimismo, en el convenio podrán determinarse reglas especiales de procedimiento, siempre que se respeten las reglas generales de carácter imperativo.

			Formalmente, deberá redactarse por escrito, con independencia de que se haga como una cláusula más en un contrato o bien como acuerdo independiente.

			El cumplimiento de los requerimientos formales y materiales permitirá que el convenio surta efecto, principalmente, sin perjuicio de que sea posible la renuncia expresa o tácita del convenio, generará la obligación de acudir al arbitraje para la solución del conflicto objeto del mismo. En su consecuencia, el convenio permitirá excluir la vía judicial como procedente para iniciar el proceso de declaración para tal fin o, lo que es lo mismo, constituir un impedimento procesal en los términos del art. 11 LA. Así, formulada esta defensa, mediante declinatoria, el Tribunal que esté conociendo de un conflicto sobre un asunto sometido a arbitraje mediante auto deberá abstenerse de conocer y sobreseer el proceso. De no proceder formulando oposición, se entendería producida la renuncia tácita al arbitraje, quedando expedita la vía judicial.

			3. LAS PARTES Y LOS ÁRBITROS


			Conforme al art. 29.1 LA, el demandante deberá alegar los hechos en que se funda, la naturaleza y las circunstancias de la controversia y las pretensiones que formula, y el demandado podrá responder a lo planteado en la demanda, y, salvo acuerdo en contrario, cualquiera de las partes podrá modificar o ampliar su demanda o contestación durante el curso de las actuaciones arbitrales, a menos que los árbitros lo consideren improcedente por razón de la demora con que se hubiere hecho.

			Podrán ser árbitros las personas naturales que se hallen en el ejercicio de sus derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos en el ejercicio de su profesión, y con independencia de su nacionalidad, salvo acuerdo en contrario de las partes (art. 13 LA). Además, salvo acuerdo de las partes, si el arbitraje es de derecho, deberán tener la condición de juristas. Y, en todo caso, cuando el arbitraje se haya de resolver por tres o más árbitros, se requerirá que al menos uno de ellos tenga la condición de jurista (art. 15 LA). Asimismo, a los árbitros se les aplican las causas de abstención y recusación (art. 17 LA).

			La designación se realizará en principio por las partes (art. 15.3 LA) y en número impar. Si no hay acuerdo, en los términos del art. 15.2 LA, las partes podrán acordar libremente el procedimiento para la designación de los árbitros, siempre que no se vulnere el principio de igualdad. A falta de acuerdo, en el arbitraje con un solo árbitro, este será nombrado por el Tribunal competente a petición de cualquiera de las partes. En el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará uno y los dos árbitros así designados nombrarán al tercero, quien actuará como presidente del colegio arbitral. Si una parte no nombra al árbitro dentro de los treinta días siguientes a la recepción del requerimiento de la otra para que lo haga, la designación del árbitro se hará por el Tribunal competente, a petición de cualquiera de las partes. Lo mismo se aplicará cuando los árbitros designados no consigan ponerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los treinta días contados desde la última aceptación. En caso de pluralidad de demandantes o de demandados, estos nombrarán un árbitro y aquellos otro. Si los demandantes o los demandados no se pusieran de acuerdo sobre el árbitro que les corresponde nombrar, todos los árbitros serán designados por el Tribunal competente a petición de cualquiera de las partes. A su vez, en el arbitraje con más de tres árbitros, todos serán nombrados por el Tribunal competente a petición de cualquiera de las partes. Este órgano será, conforme el art. 8.1 LA, la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde tenga lugar el arbitraje; de no estar este aún determinado, la que corresponda al domicilio o residencia habitual de cualquiera de los demandados; si ninguno de ellos tuviere domicilio o residencia habitual en España, la del domicilio o residencia habitual del actor, y si este tampoco los tuviere en España, la de su elección.

			De otro lado, la designación puede ser indirecta, como ocurre cuando el arbitraje se atribuye a una institución. En este caso, el nombramiento se realizará conforme a los estatutos de la correspondiente corporación de derecho público o asociación o entidad sin ánimo de lucro.

			Una vez designados, deberá comunicarse la designación a cada uno de los árbitros. Este momento es crucial pues desde su aceptación (en el plazo de quince días salvo que se haya pactado otra cosa según el art. 16 LA) habrán de cumplir fielmente su encargo, generándose responsabilidad por los daños y perjuicios que causaren por mala fe, temeridad o dolo a partir de ese momento (art. 21 LA). Por esto, salvo que se trate de entidades públicas y de sistemas arbitrales integrados o dependientes de las Administraciones Públicas, se exigirá a los árbitros o a las instituciones arbitrales en su nombre la contratación de un seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente, en la cuantía que reglamentariamente se establezca.

			4. EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL


			El procedimiento a seguir, según los casos, será el que las partes hayan pactado (art. 25 LA), siempre respetando las reglas generales imperativas como los principios y derechos de audiencia, contradicción e igualdad (art. 24 LA); o, en el institucional, el previsto en el reglamento de la institución. Las lagunas se integrarán por acuerdo de los árbitros. Y, en todo caso, a falta de acuerdo, los árbitros podrán dirigir el arbitraje del modo que consideren apropiado, incluyendo decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas, sobre su práctica, incluso de oficio, y sobre su valoración (art. 25.2 LA).

			El procedimiento consistirá en una fase alegatoria bilateral (art. 29 LA). Salvo acuerdo de las partes, los árbitros decidirán si han de celebrarse audiencias para alegaciones, práctica de pruebas y conclusiones, o si se harán por escrito (art. 30 LA). En la misma se producirá cierta actividad probatoria siempre que sea necesaria, y con posibilidad de auxilio judicial (art. 33 LA). En este caso, el Tribunal competente será el Juzgado de Primera Instancia o el Juzgado de lo Mercantil del lugar del arbitraje o el del lugar donde deba prestarse la asistencia (art. 8.2 LA). Igualmente, salvo pacto en contrario de las partes, es posible que los árbitros puedan decidir sobre la adopción de medidas cautelares, pudiendo incluso exigir caución suficiente (art. 23 LA).

			El procedimiento finalizará dictándose laudo según los casos, en equidad o en derecho. El plazo para resolución es elemento clave para el éxito del arbitraje. Deberá dictarse en el que se haya pactado, o, en su defecto, dentro del fijado legalmente, que es, de conformidad con el art. 37.2 LA, de seis meses desde la fecha de presentación de la contestación, sin perjuicio de su posible prórroga por periodo no superior a dos meses mediante decisión motivada. Y, salvo acuerdo en contrario de las partes, la expiración del plazo sin que se haya dictado laudo definitivo no afectará a la eficacia del convenio arbitral ni a la validez del laudo dictado, sin perjuicio de la responsabilidad en que hayan podido incurrir los árbitros.

			Debe dictarse por escrito y en general ser motivado (art. 37.3 y 4 LA) y podrá protocolizarse notarialmente conforme al art. 37.8 LA (téngase presente que la falta de protocolización no impide inicialmente su eficacia ejecutiva o el despacho de ejecución pero, si no está protocolizado, podría formularse como oposición con base en la falta de autenticidad del laudo conforme al art. 559.1.4 LEC). Se notificará a las partes en la forma y plazo pactado, o en su defecto, mediante entrega a cada una de un ejemplar firmado (art. 37.7 LA).

			Se pronunciarán sobre las costas, que incluirán los honorarios y gastos de los árbitros y, en su caso, los honorarios y gastos de los defensores o representantes de las partes, el coste del servicio prestado por la institución administradora del arbitraje y los demás gastos originados en el procedimiento arbitral (art. 37.6 LA), como los de protocolización o notificaciones.

			En los diez días siguientes a la notificación, las partes podrán pedir la corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o similar, o que aclaren un punto o una parte concreta del laudo, o el complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas, así como la rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión o sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje. Esto se resolverá por los árbitros, previa audiencia de las demás partes, en el plazo de diez días, salvo la solicitud de complemento y la rectificación de la extralimitación, que será en el plazo de veinte días (art. 39 LA).

			5. INTERVENCIÓN JURISDICCIONAL


			Además de los supuestos de intervención judicial ya señalada, vamos a ver ahora otros supuestos de intervención.

			A) Impugnación del laudo arbitral: la acción de anulación


			Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse la acción de anulación ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia donde se hubiera dictado el laudo (arts. 8.5 y 40 LA). El plazo para ello será de dos meses desde la notificación del laudo o, en caso de que se haya solicitado corrección, aclaración o complemento del mismo laudo, desde la notificación de la resolución sobre esta solicitud, o desde la expiración del plazo para adoptarla. Con todo, quizá lo más relevante es que para su admisión y en su caso estimación ha de alegarse y probarse una relación de causas tasadas, que, como indica CUCARELLA, persiguen garantizar que el arbitraje ha sido querido por las partes, se ha mantenido dentro de sus límites de eficacia y se han respetado las normas de ius cogens. Concretamente son las siguientes: a) Que el convenio arbitral no existe o no es válido. b) Que no ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. c) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión. d) Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa de esta Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta Ley. e) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje. f) Que el laudo es contrario al orden público.

			En algunos casos [puntos b), e) y f)] podrán ser apreciados de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal. Y en otros [puntos c) y e)], la eventual anulación afectará solamente a los pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no sometidas a decisión o no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan separarse de las demás.
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